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La Sección 003 de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Galicia ha pronunciado la
SENTENCIA
ILMO./A. SR./SRA.PRESIDENTE/A:
JUAN CARLOS FERNANDEZ LOPEZ
ILMOS/AS. SRES./SRAS. MAGISTRADOS/AS:
Mª. DOLORES LOPEZ LOPEZ
Mª. DE LOS ANGELES BRAÑA LOPEZ
A Coruña, 26.03.2026.
La Sección 3ª de la Sala de lo contencioso administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Galicia dicta sentencia en el
recurso seguido con el nº PO 7273/2024a instancia de ULTRANSA, S.L., contra la resolución de 08.04.2024 de la Secretaría
Xeral Técnica de la Consellería de Economía, Industria e Innovación de la Xunta de Galicia desestimatoria del recurso de
reposición contra la resolución de 28.11.2023 que le impuso a la empresa dos sanciones en materia minera (1-M-2023; expte
IN635C 2022/148-2)por importes de 300.001 y 30.001 €.
Interviene como Ponente la Magistrada María Dolores López López.

I.- ANTECEDENTES PROCESALES.

1.- El 05.06.2024 tuvo entrada en el registro del servicio de reparto del Tribunal escrito inicial de interposición de recurso
contencioso formulado por la Procuradora Carolina Moreno Vázquez en representación de ULTRANSA, S.L. contra la
resolución descrita en el encabezamiento de esta Sentencia.
2.- Admitido a trámite el recurso se acordó sustanciarlo por los cauces del proceso ordinario y reclamar de la Administración
el expediente tramitado; una vez recibido el expediente en el Tribunal, la parte actora formalizó su demanda por escrito de
04.10.2024 donde solicitó que se dictara sentencia "en la que se estime el presente recurso contencioso ...declarando
contrario a Derecho el acto recurrido y ordenando que quede sin efecto alguno, con imposición de costas a la administración
demandada."
3.- El Letrado de la Xunta de Galicia contestó a la demanda por escrito de 25.02.2025.
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4.- Por Auto de 19.03.2025 se acordó el recibimiento del pleito a prueba; transcurrido el período probatorio, durante el que se
celebró la prueba declarada pertinente, las partes han emitido sus respectivas conclusiones quedando los autos conclusos;
señalada fecha para votación y fallo, previa constitución de la Sección con los Magistrados relacionados al margen, con su
resultado se dicta sentencia.

II.- FUNDAMENTOS DE DERECHO.

1.- Objeto del recurso. Pretensiones de la parte actora.
ULTRANSA, empresa explotadora de la concesión minera "La Campa" nº 5367.2,situada en el término municipal de Folgoso
do Courel (Lugo), recurre en estos autos la resolución de 08.04.2024 de la Secretaría Xeral Técnica de la Consellería de
Economía, Industria e Innovación de la Xunta de Galicia desestimatoria de su recurso de reposición contra la resolución de
28.11.2023 que le impuso dos sanciones en materia minera (1-M-2023; expte IN635C 2022/148-2),por importes de 300.001 y
30.001 €, al considerarla autora de dos infracciones, una muy grave y otra grave, consistentes en dos incumplimientos de los
art. 58.a) y 59 de la Ley 3/2008 de 23 de mayo, de Ordenación a la Minería de Galicia.
Esas dos sanciones se le impusieron a ULTRANSA por hechos que se describen en el expediente en la forma que sigue:
1) para la primera de las infracciones, por falta de coincidencia entre lo que se venía ejecutando en su concesión con lo
autorizado para esa explotación,por la ejecución de varias cámaras transversales no autorizadas; así como por el
incumplimiento de las dimensiones de cámaras y pilares previstas en el proyecto de explotación autorizado.
2) para la segunda, por no cumplir con la disponibilidad de la documentación preceptiva en la explotación.
Los argumentos que emplea en su demanda para atacar esa decisión son los que siguen:
1) Falta de motivación(a salvo la formal) de la resolución sancionadora, que no responde a las alegaciones sucesivas de la
empresa y tampoco valora la prueba pericial aportada para rebatir las imputaciones, sustentándose ciegamente en la
presunción de veracidad de las actas emitidas en el expediente por los funcionarios de la Administración (actas, informes y
fotografías).
2) Vulneración del principio de presunción de inocencia:la imputación de la primera infracción (realizar trabajos no
autorizados) se debió a un error de la administración al no reparar en que lo que el proyecto de explotación denominaba
cámaras 1, 2 y 3, en la práctica se había identificado con los nº 0, 1 y 2 constando que los análisis de las cámaras que se
echan en falta por la Administración sí que se hicieron, aunque con alusión a la cámara nº 1 (constando en el proyecto de
explotación autorizado).
3) Vulneración de la última doctrina jurisprudencial sobre el alcance del principio de veracidad de las actase informes de los
técnicos de la administración( STS de 17.02.2022)
4) Conculcación del principio "venire contra factum":aquí sostiene la actora, fundamentalmente, en lo que toca a la primera de
las dos imputaciones, que si bien sus anteriores Planes de labores, como el de 2018, fueron objeto de requerimientos por
parte de la Administración para que aclarara o completara documentación en aquellos extremos en que podía observarse
que se proyectaba ejecutar trabajos ajenos o diferentes a los que aparecerían en el proyecto de explotación autorizado, sin
embargo para los que describirían la ejecución de las cámaras y sus pilares en los términos denunciados por la inspección,
no se le requirió; de lo que dedujo que se había autorizado esa variación, que no podría calificarse como una modificación
"sustancial"del proyecto de explotación.
5) Vulneración del principio de culpabilidad,que se alega en los mismos términos que la infracción de la doctrina de los actos
propios:la empresa no era consciente de que los trabajos ejecutados no se habían autorizado, entendía que sí gracias a la
aprobación de su Plan de Labores, sobre el que la Administración no objetó nada.
En forma subsidiaria, alega indebida calificación de las infracciones (y vulneración del principio de proporcionalidad por no
haber motivado suficientemente la graduación de las sanciones.
Sostiene que en el caso concreto de este expediente hay una serie de circunstancias no valoradas por la Administración,
destinadas a la modulación/graduación de la sanción que recoge el art. art. 61 Ley 3/2008[letras e) a i): intencionalidad en la
comisión, número de trabajadores afectados, medidas de protección individual o colectiva adoptadas por el empresa e
instrucciones impartidas por éste en aras a la prevención de riesgos, incumplimiento de advertencias o requerimientos
previos de la inspección, inobservancia de las propuestas realizadas por los delegados o delegadas o los comités de
seguridad de la empresa o el centro de trabajo para la corrección de las deficiencias existentes]de las que resultaría una
calificación más ajustada al caso de las dos conductas como infracción grave y leve, respectivamente, no como muy grave y
grave.
De acuerdo con ese planteamiento, pide que la Sala rebaje el importe de las sanciones impuestas en caso de no atender a su
pretensión principal.
2.- Contestación a la demanda del Letrado de la Xunta.
En su contestación el letrado de la Xunta negó la falta de motivación denunciada de adverso; también la falta de valoración
por parte de la Administración de los informes periciales aportados en vía administrativa por la expedientada (aludía al
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informe de 19.10.2023 obrante al documento nº 2 del expediente, que demostraría que sí se hizo una valoración de esas
periciales por los propios técnicos de la Administración); sobre los hechos referidos en demanda y en las alegaciones de la
empresa, indicó:
- que no se compartía la afirmación de la recurrente según la cual la cámara supuestamente ejecutada al margen de lo que
aparecía en el proyecto de explotación (para la que se denunciaba ese error por parte de la Administración) sí figuraba dentro
de la documentación autorizada para la explotación (aunque con otra denominación);
- tampoco la de que las cámaras, tal y como se estaban ejecutando, constituían trabajos no autorizados; sobre lo que insiste
en que constaban en el Plan de labores de 2021 de la explotación, no sólo porque su definición y dimensiones no sería
cometido del plan de labores sino del proyecto de explotación ( art. 55 del Reglamento General de Normas básicas de
Seguridad Minera, aprobado por RD 863/1985 de 2 de abril) sino porque además las menciones contenidas en el propio plan
al respecto serían "inespecíficas" (del tipo "ampliación bien de la cámara 1 o de la 0, decisión que se tomará en función de los
resultados de los sondeos en curso...se prevé la apertura de pequeñas cámaras transversales, según figura en el plano
adjunto")
- ni la afirmación de contrario por la que se rebatía la segunda imputación (no tener disponible la documentación obligatoria
en la explotación)pidiendo una reducción del importe de la sanción al detectar un error en la tipificación de la conducta,
encajándola en una infracción leve del art. 57.a) de la Ley de Minas de Galicia (incumplimiento de carácter formal o
documental). En este particular, aduce el letrado de la Xunta que durante la inspección los funcionarios encargados sólo
pudieron constatar que había un plan topográfico en formato electrónico (de difícil consulta en determinadas circunstancias
para una explotación como la de referencia), pero no había, ni en papel ni en ese formato electrónico, la documentación de la
explotación que exigen la ITC 04.6.1 ("proyectos, planos y registros")y el art. 56 del Reglamento General de normas básicas
de seguridad minera, aprobado por el RD 863/1985 de 2 de abril.
Sobre la vulneración del principio "venire contra factum",contestó el Letrado de la Administración que la supuesta inclusión de
esos trabajos en los Planes de labores de 2021 y 2022 para la explotación (contra lo que pudiera aparecer en el proyecto de
explotación, con dimensiones y en circunstancias diferentes) no obligaba a la administración a requerir a la empresa para
que modificara, en esos términos, ese proyecto de explotación, como sí constaría que hizo para aprobar el de 2018 (plan de
labores de la misma explotación).
Explica en su contestación el Letrado de la Administración que para asumir esa tesis de contrario (que se sustentaría en una
supuesta vulneración del principio "venire contra factum"),la de que la administración en lugar de aprobar el plan de labores
(tal y como se había confeccionado), si observaba diferencias con respecto al proyecto de explotación, habría de requerir a la
empresa para que aclarara esas diferencias de manera que, si no había sido así, sería porque se había aprobado
(tácitamente) la ejecución de esos trabajos, primero la empresa debería demostrar que había sido clara, específica, en su
indicación de aquellas circunstancias que justificaran la ejecución de esos trabajos que proyectaba, al margen de lo previsto
en el proyecto de explotación.
A entender del letrado de la Xunta, esa falta de claridad que sufriría el plan de labores sobre el que la recurrente sustenta su
alegato de que se aprobó, tácitamente, con la comunicación administrativa favorable a la autorización de ese plan, la forma
en que pretendía ejecutar esos trabajos (dimensiones y disposición de cámaras y pilares), hace poco plausible la deducción
de su demanda de que la pasividad por parte de la Xunta a la hora de requerirla para la aclaración oportuna de su Plan de
labores (en lugar de aprobarlo sin más) permitiría tener por autorizada una "modificación sustancial del proyecto",que,
precisamente para ser autorizada, requeriría de la previa modificación del proyecto de explotación.
3.- Antecedentes del caso y expediente administrativo.
Son datos de interés para resolver este asunto los que se indican a continuación:
1.-El 18.10.2004,por resolución de la entonces Dirección General de Industria, Energía y Minas de Galicia, se otorga la
concesión de explotacióndel recurso de la Sección C) denominado "La Campa"nº 5367.2. a favor de CUPIRE PADESA, S.L.
(mina subterránea de pizarra, situada en el tº municipal de Folgoso do Caurel, Lugo)
2.-En resolución de 06.10.2006la Delegación Provincial en Lugo de la Consellería de Innovación e Industria de la Xunta de
Galicia aprueba el proyecto de aprovechamiento subterráneoen la concesión "LA CAMPA" nº 5367.2. presentado por CUPIRE
PADESA, S.L; atendiendo a la aplicación de la Ley de Minería vigente (1973) y su Reglamento General así como al Reglamento
General de normas básicas de seguridad minera y al RD 1389/1987, de 5 de setiembre, por el que se aprueban las
disposiciones mínimas de seguridad y salud en las actividades extractivas.
3.-El 24.10.2007el Director General de Industria, Energía y Minas autoriza el arrendamiento de los derechos minerosde la
concesión de explotación LA CAMPA nº 5367-2 a favor de la empresa ULTRANSA, S.L.,condicionando esta autorización al
cumplimiento de las condiciones previstas en el otorgamiento de la concesión de explotación, a lo dispuesto en la ley de
Minería, al Reglamento que la desarrolla, así como al desarrollo de los proyectos y los planes de labores aprobados.
4.-El 25.11.2013el Ministerio de Economía e Industria resuelve aprobar el proyecto modificado de explotación subterránea de
la concesión presentado por ULTRANSA S.L. el 25.06.2012como "Proyecto técnico de ampliación de la explotación
Subterránea del Depósito de Pizarra Cupa 12 de la Cantera LA CAMPA (Folgoso do Courel-Lugo)."
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5.-El 18.03.2020la Consellería de Economía, Emprego e Industria de la Xunta de Galicia aprueba el proyecto modificado de
explotación subterránea de la concesión aportado por ULTRANSA (titulado "Proyecto técnico para la explotación minera
subterránea de la concesión de Explotación La Campa nº 5367.2")
6.-El 20.03.2022se produce un accidente en la explotación minera "La Campa"nº 53678.2, por derrumbe del techo de sus
cámaras 2 y 4 que deriva en una afección a la carretera LU-651 sin provocar daños personales; a raíz de ese accidente,
personal técnico de la inspección minera adscrito a la Administración autonómica visita la explotación y con el resultado de
su visita emite acta de inspección.
7.-Al día siguiente, personal técnico de la inspección minera comparece en la explotación a fin de esclarecer las
circunstancias del derrumbe y documenta en acta el resultado de sus actuaciones inspectoras; también se documentan en
actas de 21 y 31.03.2022 otras visitas posteriores.
8.-En informe de 01.04.2022 ("Informe preliminar sobre o incidente ocorrido na concesión de explotación de recursos da
Sección C) La Campa nº 5367.2. no termo municipal de Folgoso do Courel da Provincial de Lugo")se describe el resultado de
esas actuaciones inspectoras:
"O incidente grave que ten lugar en torno ás 13 h do día 20 de marzo de 2022 no que se produce o arrastre do material de
cobertura que se atopa por enriba da explotación LA CAMPA nº 5367.2., no que resulta afectada a estrada LU-561 que
percorre en superficie e se produce o afundimento súbito das cámaras 2 e 4 -estímase un volumen en torno aos 270.000 m3
removidos de material esponxado, considerando unha altura media nas cámaras e transversais en torno aos 35 m-ten a súa
causa probable -dado que no se pode acceder ao punto exacto-no colapso do alicerce formado coa escavación das dúas
cámaras transversais entre estas cámaras 2 e 4 non contempladas no proxecto de explotación, na formación dunha cuña
non soportada polo sostemento nesta zona de unión entre cámaras (cámara 2 e cámara tarnsversal) e que por efecto en
cadea arrastrara ao resto do sostemento das cámaras, o uben pola combinación de ambas causas...
(..) non hai documento técnico (aprobado ou non pola autoridade mineira) que recolla a análise do efecto derivado da
excavación da cámara 0 nas tensións do teito das cámaras 1 e 2, sendo esta última unha das que colapsou e na que foron
detectados nas estación de control valores de desprazamento maiores do normal días antes do incidente. Únicamente se
tivo en consideración o bo comportamiento que demostrou o macizo recochoso baseado no coñecementos empírico deste.
O proxecto do 2012 (pax 21 do anexo 01) recolle que para un ancho de galería de 20 m o largo dos ancoraxes cos que evitar a
rotura do teito plano segundo a teoría de vigas -para o caso conservador dunha excelente calidade do macizo rochoso-
deberían ser de 10 m, máis para este mesmo suposto cun ancho de cámara maior de 20 m, a lonxitude total dos bulóns tiña
que ser ao menos de 12 m. O día da visita de inspección do 24 de marzo de 2022, se nos indicou que polo xeral no teito das
cámaras colócanse ancoraxes de 10 m e que nos casos nos que se atope material de peor calidade ou cun mal
comportamiento este largo de cables poder ser aumentado. Tendo en consideración que a escavación das cámaras 2 e 4
foron levadas a cabo con antrioridade á excavación das cámaras transversais -como así recolle no documento retirado das
oficinas de CUPA-e supoñendo un comportamento normal do macizo rochoso -en caso contrario non se executaría nesta
zona unha cámara transversal-o ancoraxe no teito destas cámaras é de 10 m de longo. Agora ben, cando é executada a
cámara transversal tempo despois, ese teito pasa a ter máis de 20 m cunhas ancoraxes de 10 m.
Non hai documento técnico (aprobado ou non pola autoridade mineira) que recolla estudos das familias de cuñas cun
entronque de dúas cámaras de ancho de 20 m (no proxecto retirado das oficinas de CUPA non se atopa suficientemente
xustificado e en calquera caso, non está aprobado pola autoridade mineira), que aínda con diferente altura forman teitos de
máis de 20 m, e baixo o efecto da escavación da cámara 0, aumentar as tensións no teito desta cámara 2, reducir o factor de
seguridade, e invalidar deste xeito o sostemento calculado para esas cámaras de 10 m de lonxituede (como xa se indicou
para evitar a rotura de teito plano segundo a teoría de vigas, se esixían lonxitudes de 12 m).
Tal e como se recolle nos proxectos aprobados, o factor de seguridade da mina vai depender da resistencia do alicerce e dos
esforzos que este soporte. Se se diminúe o ancho ou largo dun alicerce e se aumenta o ancho dunha cámara -tal e como se
constatou nas visitas de inspección-aumentan os esforzos que soporta o alicerce e diminúe a súa resistencia. Canto menos
confinado estea o alicerce diminúe a resistencia deste, rebaixando o factor de seguridade, podendo chegar a colapsar o
alicerce. Non hai documento técnico (aprobado ou non pola autoridade mineira) que reecolla ningunha modelización
tensional cun alicerce das dimensión constatadas na explotación polo tanto no se pode coñecer o seu comportamento ante
as tensións soportadas.
Os entronques transversais entre cámaras como os observados o día da inspección do 24 de marzo de 2022 entre as
cámaras 0 e 1 , como se nos indica verbalmente que eran os que existíanoentre as cámaras 2 e 4 (e así foi comprobado
posteriormente no plano topográfico da explotación na seguinte visita de inspección o 31 de marzo de 2022) non están
recollidas en ningún dos proxectos técnicos aprobados.
Das visitas de inspección despréndese que de forma xenérica na explotación no se ten o adecuado rigor no
dimensionamento das cámaras e alicerces tal e como veñen recollidos nos proxectos autorizados . (....)"
Junto con ese informe, el funcionario actuante recoge planos de la explotación, documentación fotográfica de la ladera
hundida sobre la explotación, del terreno hundido sobre la explotación en forma de cono invertido, imagen del daño

20/07/2026

4/24



producido en la carretera, de la antigua grieta no asociada al incidente, del punto de hundimiento del terreno en relación con
el acceso a la galería, del macizo rocoso de protección de la cámara 0, del material hundido en la cámara 2, en la cámara 4,
de los cimientos entre las cámaras 0 y 1 y de la cámara 0 (imágenes 1-10 del informe).
9.-El 14.12.2022 el Jefe territorial de la Consellería de Economía, Industria e Innovación de la Xunta de Galicia acuerda incoar
expediente sancionador frente a ULTRANSA, S.L., describiendo los hechos por los que lo incoa como dos incumplimientos del
art. 58.a) Ley 3/2008 de 23 de mayo, de Ordenación a la Minería de Galicia:
- por no ajustarse la actividad de la empresa al proyecto de explotación aprobado y llevar a cabo trabajos sin autorización
previa de la autoridad minera,incumpliendo los puntos nº 4 (mantenimiento de control sobre los parámetros que definen el
macizo rocoso) y 5 (que obliga a que cualquier ampliación o modificación sustancial del proyecto presentado cuente con la
preceptiva autorización) de la resolución de 06.10.2006 que autoriza la explotación subterránea en la concesión de
explotación LA CAMPA nº 5367.2, lo que constituye un incumplimiento de las obligaciones de carácter formal o documental
que impidan conocer las condiciones de seguridad existentes en el establecimiento y del que se derive un riesgo laboral
grave para la seguridad y salud de los trabajadores o para el medio ambienteque, a su vez, debe ser puesto en contexto y
calificado como muy grave de acuerdo con el artículo 59.b) de la misma ley, al constar un daño muy grave o un riesgo alto e
inminente para la seguridad de las personas, los bienes o el medio ambiente, y por tantosancionable con multas de 300.001 a
1.000.000 €.
- por no tener disponible en el centro de trabajo ni a los trabajadores ni a la inspección de minas o los servicios de
emergencia de los proyectos autorizados, disposiciones internas de seguridad o planes de labores autorizados.
Los hechos deducibles de las actas de la inspección, descritos en el informe de abril de 2022 antes transcrito, originan la
incoación del expediente, por dos infracciones, como se ha visto más arriba, tipificadas ya en su acuerdo de inicio como:
- un incumplimiento delart. 58.a) Ley 3/2008 de Ordenación de la Minería de Galicia ,por ejecutar trabajos sin autorización
previa de la autoridad minera, incumpliendo las exigencias de control de los parámetros que definen el macizo rocoso, y por
propiciar una modificación sustancial del proyecto de explotación sin previa autorización.
Se califica de infracción muy grave del art. 59.b) LOMINGA, al considerarlo incumplimiento de las obligaciones de carácter
formal o documental que impidan conocer las condiciones de seguridad existentes en el establecimiento y de lo que se
derive un riesgo laboral grave para la seguridad y salud de los trabajadores o para el medio ambiente; sancionable con multas
desde 300.001 a 1.000.000 €; y,
- otro incumplimiento del art. 58.a) LOMINGA por no tener disponible en el centro de trabajo ni a disposición de los
trabajadores ni de la inspección de minas o los servicios de emergencia de los proyectos autorizados,disposiciones internas
de seguridad o planes de labores autorizados.
10.-Notificada a la empresa la incoación del expediente, por escrito de 13.01.2023 formula alegaciones (ff 64 ss del
expediente)
11.-El 03.04.2023 la Jefatura Territorial de Lugo solicita informe del funcionario inspector al respecto de las alegaciones de la
empresa frente al acuerdo de incoación, que se emite el 10.04.2023, por el ingeniero de minas de la Subdirección Xeral de
Recursos Minerais Pascual (documento nº 1 del expediente, ff 77-81)
12.-El 09.05.2023 el instructor del expediente formula propuesta de resolución que tiene presente el contenido de los
informes del funcionario actuante, proponiendo imponer a ULTRANSA, S.L. una sanción consistente en una multa por importe
de 300.001 € y otra por importe de 30.001 € por esas dos infracciones, conforme al art. 60 de la Ley 3/2008.
13.-Por escrito de 09.06.2023 la empresa formula alegaciones frente a esa propuesta, aportando prueba pericial destinada a
contradecir la de cargo; e insistiendo en el error por parte de la administración en la calificación de las infracciones (ff 69 ss
del expediente).
Con su escrito aporta tres informes:
- uno de marzo de 2023del Ingeniero de Minas Heraclio ("Análisis de la tramitación del proyecto de explotación subterránea
del yacimiento de pizarras Cupa 12" en la concesión "La Campa" en el tº municipal del Folgoso del Caurel, Lugo, y su
adecuación a la legalidad vigente" ff 133 ss del expediente);
- otro del Ingeniero de Minas y Catedrático de Explotación de Minas de la Universidad de Vigo Donato, de mayo de 2022,
titulado "Análisis geotécnico sobre el hundimiento de dos labores mineras en la mina subterránea de pizarra La Campa en el
tº municipal del Folgoso del Caurel (Lugo)"(ff 158-183 del expediente); y
- un tercer informe, ampliatorio del suyo anterior, del Sr Donato de abril de 2023 (ff 184 ss del expediente).
14.-Vistas las alegaciones de la empresa frente a la propuesta, el inspector actuante autor de los informes anteriores emite
uno complementario de 19.10.2023 (ff 212-216 del expediente).
15.-En Resolución de 28.11.2023 de la Secretaría Xeral Técnica de la Consellería se le imponen a la empresa las sanción de
multa de 300.001 euros por la comisión de una infracción muy grave tipificada en el art. 59 b) de la Ley 3/2008 y multa de
30.001 euros por la comisión de esas dos infracciones.
16.-Por escrito de 08.01.2024 ULTRANSA formula recurso de reposición contra la resolución de 28.11.2023.
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17.-En la resolución aquí discutida, de 08.04.2024, la Secretaría Xeral Técnica de la Consellería desestima el recurso de
reposición formulado contra la resolución de 28.11.2023.
4.- Respuesta al recurso.
La resolución sancionadora originariamente impugnada en este asunto le impone a ULTRANSA dos sanciones de multa, de
300.001 € y 30.001 €, al considerarla autora de dos infracciones, la primera muy grave del art. 59.b) y la segunda grave del
art. 58.a) ambas de la Ley 3/2008 de Ordenación de la Minería de Galicia (LOMINGA).
El art. 58.a)del mismo texto califica como una infracción grave el "incumplimiento de las obligaciones de carácter formal o
documental que impida conocer las condiciones de seguridad existentes en el establecimiento o del que derive riesgo laboral
grave para la salud y seguridad de los trabajadores o para el medio ambiente."
El Art. 59.b) LOMINGAcalifica como infracciones muy graves aquellas que aparecen tipificadas en el artículo anterior (art. 58)
cuando de ellas resulte un daño muy grave o un riesgo alto e inminente para la seguridad de las personas, los bienes o el
medio ambiente.
Del expediente administrativo a revisar resulta que los hechos detonantes de la tramitación del procedimiento sancionador
suceden el 20.03.2022 en la explotación, por derrumbe del techo de las cámaras 2 y 4 de "La Campa" nº 53678.2., que derivó
en una afección a la carretera LU-651 sin llegar a provocar daños personales.
En los días que siguieron a ese derrumbe, personal técnico de la inspección minera comparecía en la explotación a fin de
esclarecer las circunstancias del accidente y documentaba en acta el resultado de sus actuaciones inspectoras (actas de 21
y 31.03.2022).
En informe de 01.04.2022 ("Informe preliminar sobre o incidente ocorrido na concesión de explotación de recursos da
Sección C) La Campa nº 5367.2. no termo municipal de Folgoso do Courel da Provincial de Lugo")se describe el resultado de
esas actuaciones inspectoras.
Y los hechos que se consideran probados y que sustentan las dos imputaciones se describen en la propuesta de resolución
sancionadora del expediente como:
1) llevar a cabo trabajos sin autorización previa de la autoridad minera incumpliendo los puntos nº 4 y 5, el primero en
relación al mantenimiento de control sobre los parámetros que definen el macizo rocoso, y el segundo, que obliga a pedir
autorización para la ejecución de cualquier modificación sustancial del proyecto de la explotación aprobado en resolución de
09.10.2006 al haber ejecutado cámaras transversales sin el rigor exigible en cuanto a sus dimensiones, al igual que para los
pilares, lo que además se califica en la resolución sancionadora como "determinante para el derrumbe" que sirvió de origen
del procedimiento sancionador; y,
2) no tener disponibles en el centro de trabajo ni los proyectos autorizados, ni disposiciones internas de seguridad y planes
de labores autorizados, ni los planos y croquis obligatorios.
La Administración califica la primera de las dos infracciones como muy grave después de indicar, en su resolución, que la
ejecución de trabajos que no aparecen en el proyecto de explotación aprobado para esta instalación, lleva consigo una
vulneración del art. 55 del Reglamento General de normas básicas de seguridad minera, aprobado por RD 863/1985 de 2 de
abril, según el cual:
"Con anterioridad al comienzo de un nuevo trabajo subterráneo de cualquier clase, o al reanudarse la actividad en las labores
después de una parada oficialmente comunicada, los explotadores deberán obtener la debida autorización.
Para ello deberán presentar un proyecto completo del trabajo o explotación que se pretende realizar, detallando su finalidad,
sistema de explotación o trabajo y medios a emplear, así como las medidas de seguridad previstas para evitar daños a
personas, bienes y al medio ambiente.
Cualquier modificación fundamental que altere el contenido del proyecto citado contará, igualmente, con la aprobación
debida."
[También ITC 04.6.01 Proxectos, Plans e Rexistros]
Refiere que esos trabajos, a mayores de los que contempla el proyecto de explotación, descritos en la forma que se
documenta en las actas de 21 y 31.03.2022 y en los informes de 01 y 10.04.2023 de la inspección minera, suponen una
modificación sustancial de ese proyecto de explotaciónque no ha obtenido autorización (ejecución de cámaras transversales
sin el rigor exigible en cuanto a sus dimensiones, así como a la de sus pilares, que además se indica que fue "determinante
para el derrumbe"que dio lugar al procedimiento).
Describe las obras en su informe de 01.04.2022:
1) se ha ejecutado la cámara 0con un ancho medio de 30 m, mayor de los 20 m de proyecto, sin ningún proyecto técnico que
analizara sus efectos en las otras ni en el macizo de protección;
2) se han ejecutado dos cámaras transversales entre las nº 0 y 1fuera de proyecto dejando un pilar de 30,6 m x 19,7 m (fuera
de proyecto, donde aparecen pilares corridos a lo largo de la cámara) ...;
3) los pilares corridos entre las cámaras 0-1y 1-2 son escasamente 20 m;
4) el ancho de las cámaras 2 y 3 (de 21,45 y 23,36 m) es mayor a los 20 m de las simulaciones de los proyectos; en la zona de
derrumbe se ejecutaron dos cámaras transversales entre las nº 2 y 4 (fuera de proyecto) dejando un pilar de 30,7 m x 46 m
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sin analizar la resistencia de este pilar ni hacer un análisis tensional sino de formación de cuñas en un techo mayor de los 20
m sin considerar la combinación tensional de estas 4 cámaras;
5) el pilar entre las cámaras 4 y 5 (17,7 m) es inferior a los 20 m proyectados.
En respuesta a las alegaciones de la empresa, según las cuales esos trabajos aún siendo nuevos y subterráneos en la
explotación no constituyeron una modificación sustancial del proyectosino que se incorporaron a la documentación
presentada con su último Plan de Labores anual aprobado por la propia Administración (año 2021) sin hacerle ningún
requerimiento u objeción, por lo que se trataría de trabajos autorizados tácitamente con la comunicación favorable a la
aprobación de ese Plan de Labores, en la resolución sancionadora se entra a calibrar el contenido de los informes periciales
de 24.03 y 19.04.2023 presentados por ULTRANSA, destinados a cuestionar el elaborado por la inspección minera en abril de
2022.
Y, al contrario de lo que indica ULTRANSA en su demanda, la Administración sí que profundiza en el análisis de esos informes
para, finalmente refrendar las conclusiones de su funcionario inspector; aunque para ello se valga de un informe
complementario del propio inspector, que por lógica resulta de interés ya que incorpora los oportunos datos técnicos.
El primero de esos informes, aportado por ULTRANSA al expediente con sus alegaciones, concluye:
"los trabajos de ejecución transversales realizados son fruto del avance normal de la explotación y estaban contemplados en
el Plan de Labores anual aprobado"resultando autorizados en resolución de 27.05.2021 del Servicio de Energía y Minas por la
que se aprobó el Plan de Labores de 2021.
El segundo:
"el hundimiento de labores que tuvo lugar se debió a varios fenómenos que al ocurrir conjuntamente produjeron el
deslizamiento (...)";a saber:
o la presencia de una cuña tipo J1/J3/J7, con unos planos muy persistentes en la clave de los dos entronques y en el pilar
entre ellos,
o la elevada continuidad o persistencia de los planos J1/J37,
o el debilitamiento de la resistencia mecánica del pilar debido a la formación de otra cuña de menor tamaño del tipo
J1/J5/J6 que tiene salida lateral hacia el entronque,
o el hecho de que las juntas J5, J6 y J7 fueran fallas, más proclives al deslizamiento;
o el poco tiempo entre los signos de inestabilidad detectados por las medidas extensométricas y el colapso provocado por la
caída de la segunda cuña, que impidió disponer del tiempo necesario para rellenar los entronques y evitar el colapso total de
las dos labores.
Ese segundo informe señala que aunque el mecanismo de inestabilidad (que produjo el derrumbe) se había señalado como
posible por los técnicos de la empresa, nada indicaba claramente que fuera a ocurrir y no pudo ser identificado con suficiente
tiempo para rellenar completamente las labores. Pero en todo caso remarca que lo sucedido no se debió a esos supuestos
trabajos no autorizadosy a las dimensiones en que se ejecutaron las cámaras y los pilares, sino a un fenómeno relativamente
habitual en este tipo de explotación (la formación de una cuña).
De acuerdo con ese segundo informe, de 19.04.2023, que venía a rebatir el de 01.04.2022 de la inspección minera (en lo
tocante a la falta de inclusión en el proyecto de explotación de la ejecución de una cámara, aparentemente identificada o
numerada como la cámara 0, a la ausencia de un análisis tenso-deformacional o la existencia de cámaras transversales
tampoco previstas en el proyecto):
- la cámara 0 sí estaría incluida en el proyecto aprobado de Geoconsulta (2006) aunque como cámara 1;
- En cuanto a la falta de un análisis tenso-deformacional, para el caso concreto (excavación no muy profunda en macizo
rocoso de buena calidad como es el caso de la mina La Campa) es bastante con un estudio de caídas de cuñas ("estudio de
cuñas potenciales") constando ya la existencia de cuñas de gran tamaño en el proyecto de 2012, que se aprobó por el
Servicio de Energía y Minas de Lugo;
- En relación con la ejecución de cámaras transversales, que la existencia de esas cámaras no contradice el método
empleado en la explotación subterránea La Campa (se trabaja por cámaras y pilares) bastando con consignar las cámaras
transversales en los correspondientes planes de labores de la mina; añade que "la ejecución de entronques está contemplada
en el proyecto de TEAM (2012)."
A la hora de contestar a las alegaciones de la empresa (apoyadas en esos informes) la Administración se sustenta en el
contenido del informe de su funcionario inspector de 01.04.2022, que además indica que analiza las diferentes versiones de
proyectos presentados ante la autoridad competente para la autorización de la explotación [proyecto de explotación
subterránea de mayo de 2006,elaborado por Geoconsult España Ingenieros Asesores, S.A, proyecto técnico de ampliación de
la explotaciónsubterránea del yacimiento de pizarras CUPA 12 de la Cantera La Campa, de junio de 2012,de TEAM Ingeniería;
y proyecto técnico de ampliación de la explotación de octubre de 2018,del ingeniero de minas Luis María, de CUPIRE PADESA,
S.L.].
También en su informe de ratificación de 10.04.2023.
Las conclusiones que alcanza el funcionario inspector son:
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- en el proyecto de 2006 se evidenció una línea de cizañamiento que recorría la calota de la cámara 0 y aconsejaba no
ejecutarla mientras no fuera rediseñada (tampoco su pilar de protección) una vez comprobado el comportamiento real del
macizo rocoso tras excavar las cámaras 1 y 2 y no hay ningún proyecto técnico aprobado que tenga en consideración el
análisis tenso-deformacional con la apertura de todas las cámaras a la vez que incluye la cámara 0;
- los transversales considerados en el proyecto de 2012 son los comprendidos entre las galerías de acceso (este) de 6 de
ancho (y 33 m de altura) y la cámara 2 de 20 metros de ancho (y 490 m de alto) y no se tiene en consideración la unión de
dos cámaras de 20 m de ancho, si no galería de infraestructura o de acceso con una cámara.
El proyecto de 2012 tuvo en consideración las posibles cuñas en los entronques y en las cámaras por separado, pero no las
que se podían formar en la hipotética unión de dos cámaras. No hay ningún proyecto técnico aprobado que tenga en
consideración la ejecución de dos entronques de dos cámaras de 20 m de ancho.
El proyecto de 2012 recoge que para un ancho de galería de 20 m el largo de los ancorajes con los que evitar la rotura del
techo plano según la teoría de vigas -para el caso conservador de una excelente calidad del macizo rocoso-deberían ser de
10 m, pero en este caso con un ancho de cámara mayor de 20 m la longitud total tenía que ser al menos de 12 m.
- El proyecto de 2018 da por bueno el análisis de formación de cuñas de los de 2006 y 2012 y no propone variación alguna;
recoge un análisis tensional de la apertura desde la cámara nº 1 hasta la número 12, simulación que no recoge la ejecución
de la cámara 0 (que fue ejecutada) y sobre la ejecución de todas las cámaras iguales (20 m en el techo a la cámara y 23 a
medida que se profundiza) y pilares corridos de 20 m de ancho pero no tiene en consideración la ejecución de cámaras
transversales.
De acuerdo con ese informe y a entender del funcionario inspector actuante, no hay ningún proyecto técnico aprobado que
tenga en consideración la ejecución de la cámara 0junto con las otras 8 cámaras, ni la excavación de cámaras transversales;
que era lo que se venía ejecutando en la explotación a fecha del hundimiento.
También analiza, el informe de abril de 2022, documentación retirada de las oficinas de CUPA en la Médua (Carballeda de
Valdeorras) el 31.03.2022 ("Proyecto de diseño de entronque en la explotación subterránea de la concesión de explotación LA
CAMPA 5367.2.")que no le constaba a la autoridad minera (dice: "non hai constancia da súa presentación nin aprobación por
parte da autoridade mineira, polo tanto a súa revisión únicamente é a efectos de valorar as simulacións tidas en conta")y
descarta que pudiera servir para entender justificado un análisis riguroso de las exigencias en materia de seguridad, incluso
de aceptar ese documento porque:
1) En el estudio de las familias de cuñas que se encontrarán en la dirección de la excavación de los entronques, ajustando el
modelo a la realidad, no se hace más indicación que esa, de forma que no se asegura ni justifica que el factor de seguridad
alcance 3,95 (dice que no se explica ese resultado);
2) En el cálculo de pilares así como en la modelización con elementos finitos considera cámaras de 20 m de ancho, una
longitud mínima de pilar de 50 m y elige un ancho de pilar de 35 m lo que impediría utilizar el modelo que prevé para este
caso ya que durante la visita de inspección se constata que la longitud del pilar entre la cámara 2 y 4 es de 46 m y un ancho
de 30 m, y entre las cámaras 0 y 1 una longitud de 19,7 m y un ancho de 30,6 m; además, el ancho de las cámaras de los
entronques entre las 2 y 4 es de 24 m y de 21,97 m.
3) No se recoge en ese documento la altura de las cámaras principales, aparentemente mayor a la de las cámaras de los
entronques; y,
4) Entre las simulaciones recogidas en el documento no se estudia la situación en que se combinan dos cámaras principales
conectadas mediante una cámara transversal y las interacciones entre ellas.
Y sobre el informe pericial "Análisis geotécnico sobre el hundimiento de dos labores mineras en la mina subterránea de
pizarra La Campa en el tº municipal de Folgoso do Courel (Lugo)"firmado por Donato el 19.04.2023, que había aportado
ULTRANSA al expediente en sustento de sus alegaciones, la Administración niega que sirva para rebatir las imputaciones; en
tanto está pensado para explicar los motivos del hundimiento de las dos labores; sin contar con que no habría venido a
contradecir el riesgo que se observa para calificar la infracción como muy grave ya que identifica el motivo del accidente
como un colapso del pilar formado con la excavación de las dos cámaras transversales entre las cámaras 2 y 4 no
contempladas en el proyecto de explotación, en la formación de una cuña no soportada por el sostenimiento en esta zona de
unión entre cámaras (cámara 2 y cámara transversal) que por el efecto en cadena arrastra al resto del sostenimiento de las
cámaras, o bien por la combinación de ambas causas.
Finalmente la Administración razona que el alegato en su defensa que emplea la empresa recurrente no sirve para rebatir la
imputación a su cargo pues el hecho de que sucediera el derrumbe por "varios fenómenos, considerados improbables, en un
breve lapso de tiempo",el de que los trabajos de construcción de las cámaras transversales pudieran estar comprendidos en
el plan de labores de 2021, que no perjudicaran las condiciones exigibles en materia de seguridad, o que no se hubiera
llegado a poner en peligro a los trabajadores dadas las circunstancias, no impediría/n reconocer que se había actuado lejos
del rigor exigible en el diseño y ejecución de las labores que se venían realizando cuando se derrumba el techo de dos
galerías. Impidiendo que la Administración conociera con detalle de las condiciones y los parámetros de seguridad de
acuerdo con los cuales se venían ejecutando trabajos nuevos.
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De ese proceso lógico, de ese razonamiento que contiene el expediente, resulta una respuesta de rechazo al primer motivo
impugnatorio de la demanda: ausencia de motivación de la resolución sancionadora.
La recurrente sostiene que la motivación que contiene la resolución sancionadora en realidad se queda en motivación
"formal" porque no profundiza en el contenido de los informes periciales que la empresa aporta en defensa de su alegato (los
informes antes referidos), que por otra parte se han elaborado por expertos, muy cualificados; a los que se da respuesta
insistiendo la Administración sin más en el contenido de las actas extendidas por los funcionarios inspectores que dan pie a
la incoación del expediente.
De manera que la Administración se habría apoyado, a entender de ULTRANSA, para su juicio fáctico, exclusivamente en la
consabida presunción de veracidad de las actas extendidas por los funcionarios inspectores ( art. 77 Ley 39/2015). Sin
responder, en profundidad, a las cuestiones técnicas suscitadas en defensa de la empresa por los técnicos autores de esos
informes.
Como se ha adelantado más arriba, una revisión a fondo del expediente lleva a una conclusión diferente: la resolución
sancionadora sí gozó de suficiente motivación, no sólo formal.
Y aunque se sustentó en las actas emitidas por los funcionarios inspectores, en su contenido fáctico, también la
Administración en respuesta a las alegaciones de la empresa entró a calibrar la capacidad de los informes presentados por
ULTRANSA para poner en duda las imputaciones a su cargo, por más que esa revisión de su capacidad a tal fin se sustentara
en un informe de su propio técnico (de su funcionario inspector) destinado precisamente a comprobar si estaban o no en lo
cierto; o si tales conclusiones llevaban a dejar sin efecto las imputaciones a cargo de ULTRANSA. (informe de 19.10.2023, ff
212-216 del expediente).
La motivación sustentada en los informes de los técnicos de la Administración no es necesariamente una motivación
insuficiente, tampoco inexistente, sino que entra dentro de las posibilidades de que goza la Administración para integrar sus
decisiones (motivación "in aliunde")y si a tal fin se vale de esos informes y estos contienen una valoración lo suficientemente
profunda -apoyada en datos técnicos--de los alegatos de quien se está defendiendo de una imputación en un expediente
sancionador, es evidente que se ha cumplido con las exigencias en la materia.
Así resulta del art. 88.6. de la Ley 39/2015 de Procedimiento Administrativo conforme al cual "la aceptación de informes o
dictámenes servirá de motivación a la resolución cuando se incorporen al texto de la misma..."
Por otra parte, nuestro TS tiene asumido la validez de esta forma de motivación en Sentencias como la STS de 11.02.2011
(rec nº 161/2009) concluyendo que puede figurar en el propio acto o bien puede realizarse por referencia a informes o
dictámenes y que ese tipo de motivación ("in aliunde") satisface las exigencias en la materia si los informes o dictámenes de
que se trate constan en el expediente y de ellos ha tenido noticia el interesado conociendo su contenido.
En este caso, al contrario de lo que afirma la demanda, sí se deduce del expediente que se hizo una valoración de la prueba
aportada por la empresa (los tres informes periciales de esos dos expertos, a los que también se oyó en Sala) a la hora de
construir definitivamente la imputación a cargo de la mercantil, confirmando con ello el acuerdo de incoación.
Cosa distinta es que las conclusiones alcanzadas por la Administración de ese modo y que se incorporan a la resolución
sancionadora (incorporando el contenido de los informes de sus técnicos)puedan estar erradas, o no se sustenten en esa
valoración completa de la prueba de que se ha dispuesto; pero para el caso concreto no se puede negar que el funcionario
inspector (especialmente en su informe complementario de 19.10.2023) sí entró a valorar el contenido de los informes
periciales de los que se valió ULTRANSA en su defensa (ff 212-216).
Por otra parte, lo sucedido no conculca -como mantiene ULTRANSA en su demanda-la doctrina jurisprudencial construida en
laSTS de 17.02.2022 (rec 5631/2019)no sólo porque se trata de una respuesta jurisprudencial a las dudas acerca del valor
probatorio a otorgarle a informes o dictámenes periciales elaborados por expertos pertenecientes a la Administración dentro
del proceso contencioso, por tanto de los destinados a hacerse valer en el correspondiente procedimiento judicial (no trata de
calibrar la capacidad para servir como prueba de esos informes o dictámenes dentro del expediente administrativo, que es
indiscutible); sino porque en lo que tiene de interpretadora del "valor de los informes que emite quien trabaja para la
Administración",esa Sentencia, después de reconocer que existe una relación de dependencia entre esos informantes y la
Administración que obliga a valorar su contenido con las oportunas prevenciones, termina con una conclusión única : la de
que una supuesta "mayor objetividad e imparcialidad" de los expertos al servicio de la Administración no puede servir como
único motivo para hacer prevalecer el contenido de sus informes sobre otros.
Pero sin desmerecer aquellos casos en que el análisis de los informes de los técnicos de la Administración termina
demostrando su exhaustividad y suficiencia. De manera que habrá que estar al caso concreto y examinar el "juicio de
suficiencia" (y si fue bastante) que hizo la administración en el expediente atendiendo al contenido de los informes de su
propio técnico y a los de los demás.
La conclusión que extraemos para este caso es la de que esos informes, del técnico de la Administración, sí fueron
exhaustivos y suficientes para demostrar las imputaciones a cargo de ULTRANSA, por lo que se verá a continuación; y desde
luego sirvieron para integrar una motivación suficiente -que incorporó una valoración de la prueba aportada por la mercantil al
expediente-de la resolución sancionadora y la que después la confirmó.
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Con lo dicho se responde tanto a la supuesta falta de motivación de la resolución sancionadora, que es claro que es
suficiente (y no sólo "formal"), como a la supuesta infracción en el expediente de la doctrina del TS acerca de la capacidad de
la prueba pericial emitida por técnicos de la Administración para servir de sustento a la resolución aquí discutida.
A continuación se hace obligado examinar en conjunto el resto de argumentos de la demanda, donde se viene a alegar
infracción de los principios básicos de tramitación de expedientes sancionadores,como son los de presunción de inocencia,
legalidad y tipicidad, culpabilidad y proporcionalidad ( arts. 25 a29 de la Ley 40/2015 de Régimen Jurídico del Sector Público).
Sumando a esos argumentos, dentro del de vulneración del principio de culpabilidad, una infracción de la doctrina de
prohibición de ir contra los propios actos por parte de la Administración, sobre lo que ULTRANSA insiste ya en vía judicial
recordando que constaría la comunicación favorable de la Administración al Plan de Labores de la explotación de 2021, de la
que resultaría, combinada con lo sucedido en otros ejercicios (años anteriores en que se requerió para que completara ese
plan de labores o para que completara su presentación con la petición de autorización junto con un proyecto técnico
completo para determinados trabajos), que en este caso la mercantil y sus responsables estaban en el convencimiento de
que las labores que venían ejecutando a fecha del derrumbamiento del techo de las galerías 2 y 4 en realidad se
correspondían con trabajos de los que tenía plena constancia la Administración (al haber refrendado ese Plan de Labores) y
por tanto las consideraban autorizadas.
Por lo que se refiere a las imputaciones a cargo de ULTRANSA, comenzando por la primera de las infracciones (muy grave),
"por no ajustarse la actividad de la empresa al proyecto de explotación aprobado y llevar a cabo trabajos sin autorización
previa de la autoridad minera, incumpliendo los puntos nº 4 y 5 de la resolución de 06.10.2006 que autoriza la explotación
subterránea en la concesión de la explotación";la mercantil sostiene que nunca incurrió en esa conducta (que la
Administración encaja en el art. 58.a) de la Ley 3/2008 de 23 de mayo, de Ordenación de la Minería de Galicia) porque los
trabajos que venía realizando a fecha de las visitas inspectoras sí estaban autorizados gracias a su inclusión en el Plan de
labores aprobado para la explotación para el año 2021.
Sobre la descripción de esa conducta que contiene el acuerdo de incoación (según las actas de la inspección), indica que la
administración no ha reparado en que el proyecto de explotación utilizaba una denominación errónea para las cámaras
(señalaba como 0, 1 y 2 las cámaras que en realidad se correspondían con las 1, 2 y 3) lo que condujo a que se entendiera no
analizada la seguridad para esa/s cámara/s cuando sí que aparecían esos análisis en el proyecto de explotación.
Añade que en cualquier caso las cámaras que se venían ejecutando, en realidad sí estarían autorizadas gracias a la
presentación por su parte del Plan de labores anual correspondiente (2021), donde se hacía mención a su existencia
incluyendo planos que recogían su diseño, y que se presentó ante la Administración sin cursar (esta) ningún requerimiento a
cargo de la empresa para que lo aclarara o complementara, cosa que podría haber hecho de observar esa falta de previsión
de medidas de seguridad en la construcción de esas cámaras.
Esta alegación ha sido el núcleo central de la argumentación en su defensa empleada por ULTRANSA tanto en vía
administrativa como judicial: según la recurrente, la Administración recibió ese Plan de Labores de 2021 sin objeción ni
requerimiento a cargo de la empresa, y en ese plan aparecían las cámaras (con sus mismas dimensiones) cuya ejecución se
discute que cumpliera con las previsiones del Proyecto de Explotación o que dispusieran de las necesarias previsiones en
materia de seguridad al no constar autorizado un proyecto de explotación modificado. También aparecían en el Plan de
labores del año siguiente (2022) cuya documentación incorporaba un Plano donde se describían las obras como ya
completadas.
Sobre la base de esos argumentos, defiende ULTRANSA que la Administración, con esta imputación a su cargo, vulneró
buena parte de los principios que rigen la potestad sancionadora porque:
- le imputó una conducta que no cometió (lo ejecutado había sido autorizado) infringiendo con ello el principio básico de
presunción de inocencia;o, cuando menos,
- se trataría de una conducta que no encajaría en el tipo sancionador de acuerdo con el cual recibió sanción (art. 58.a)
LOMINGA) de manera que se habría vulnerado el de tipicidad;
- y aún en el hipotético caso de que se entendiera que la conducta encajaba en el tipo sancionador aplicado, se habría
infringido el principio de culpabilidad o responsabilidad,desde el momento en que ULTRANSA había puesto en conocimiento
de la Administración que tenía pensado ejecutar exactamente esos trabajos con motivo de su Plan de Labores de 2021 e
incluso se los había descrito como completados en el de 2022 sin objeción por parte de la autoridad minera.
- también alega una vulneración del principio de proporcionalidad,asociada a una incorrecta calificación de la infracción como
muy grave (art. 59 LOMINGA) así como a una falta de motivación o examen de las circunstancias del caso que conduce a esa
calificación errónea.
Volviendo sobre lo que se le imputó a la empresa para esta primera infracción, conviene recordar el resultado de las
inspecciones mineras de 21.03.2022 y 24.03.2022; al tiempo que las conclusiones del informe técnico de 01.04.2022:
1) En la inspección minera de 21.03.2022el funcionario actuante describe dos derrumbes del techo de las galerías 2 y 4 con
el entronque, por el desplazamiento de los testigos en esas galerías; y dispone la paralización de las labores extractivas de
esas dos galerías hasta que la empresa presente un proyecto que garantice la seguridad y estabilidad de los terrenos.
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2) En la de 24.03.2022,que tiene lugar en el curso de las actuaciones de investigación previas a la incoación del expediente, el
jefe de producción de la explotación, el Sr. Jesús, ingeniero de minas, acompaña al inspector junto con otros responsables de
la explotación, y le relata que el domingo 20.03.2022 (día del derrumbe) estaban realizando funciones de vigilancia con
revisión de las bombas en el interior de la explotación y detectó un desprendimiento en el techo de la cámara 2, por lo que dio
la orden de abandonar la explotación. También le indica que ya desde el exterior hacia las 13 h ven como se viene abajo la
ladera que está sobre la explotación. Declara que por encima de las cámaras que se han hundido, hasta la zona hundida
exterior hay unos 120-130m y que en la zona en que se comunican cámara 2 con las transversales hasta la cámara 4 es
donde uno de los testigos de control (instalados a lo largo de los techos de las cámaras) comienza a dar valores elevados de
movimiento un mes antes del incidente.
El inspector constata el desprendimiento del terreno por encima de la explotación, desprendimiento que tiene lugar en forma
de cono invertido y que afecta a la carretera LU-651 en 125 m aproximadamente y una vez en el interior de la explotación
comprueba la presencia de material hundido en todo el volumen de las dos cámaras de explotación (cámaras 2 y 4), también
que la cámara 3 nunca se ha llegado a ejecutar aunque se mantiene su denominación y que el material hundido en el interior
de las dos cámaras (2 y 4) es de la misma tipología (color y textura) que el observado en el exterior de la explotación y
diferente del recurso explotado que debería componer el material del techo o bóveda de cada cámara; por el tipo de
movimiento del material, el inspector deduce en su acta que se produjo un colapso de la bóveda o techo de ambas cámaras.
También dentro de la explotación constata la ejecución de la "cámara 0", que describe como la prolongación de la cámara 1
hacia el Este -entre galería Este y nueva galería Este-y otra nueva prolongación de esta misma cámara hacia el Este -al este
de la galería Este-al igual que la ejecución de dos cámaras transversales entre las nº 0 y 1 dejando un pequeño pilar entre
ambas.
El acta de esta inspección recoge las manifestaciones de los responsables de la empresa presentes durante la comprobación
del funcionario actuante, según las cuales la altura de esta cámara (nº 0, que se estaba rellenando) es de 35 m, y las
estaciones de control tensional de la excavación se encuentran a 40-50 m de distancia para cada cámara.
Por lo que se refiere al sostenimiento en las cámaras, el acta recoge que es, según el proyecto aprobado, de bulones de doble
cable de 10 m de longitud dispuestos a 1,25 x 1,25 m.
La imputación por este primer incumplimiento lo es por ejecutar cámaras transversales no contempladas en el proyecto de
explotación y por ejecutarlas sin el adecuado rigor en el dimensionado tanto de las cámaras como de sus pilares (sin
coincidir con las previsiones contenidas a tal fin en los proyectos autorizados para la explotación).
El informe de abril de 2022 del funcionario inspector describe los hechos deducibles de esas actas, y que construyen esta
primera imputación como: ejecutar la cámara 0 con un ancho medio de 30 m (mayor a los 20 m que contemplaba proyecto)
sin proyecto técnico destinado a analizar sus efectos en las otras cámaras ni en el macizo de protección; ejecutar dos
cámaras transversales entre las nº 0 y 1 fuera de proyecto dejando un pilar de 30,6 m x 19,7 m (fuera de proyecto, donde
aparecen pilares corridos a lo largo de la cámara) sin analizar la resistencia de ese pilar; dimensionar en 20 m los pilares
corridos entre las cámaras 0-1 y 1-2; fijar un ancho de cámaras (para la 2 y 3) mayor a los 20 m (de 21,45 y 23,36 m
respectivamente), siendo esa distancia de 20 m la que se contempló en las simulaciones de los proyectos; instalar un pilar
entre las cámaras 4 y 5 de 17,7 m que no alcanza los 20 m proyectados; y ejecutar dos cámaras transversales entre las nº 2 y
4 (fuera de proyecto) dejando un pilar de 30,7 m x 46 m sin analizar la resistencia de este pilar y sin análisis tensional de la
formación de cuñas en un techo que supera los 20 m sin considerar la combinación tensional de estas cuatro cámaras.
Ese mismo informe recoge los datos del derecho minero afectado a fin de describir qué tipo de incumplimiento tiene lugar a
causa de la ejecución de esos trabajos. Esos datos son los que siguen:
- resolución de 18.10.2004 de la entonces Dirección Xeral de Industria que otorga la concesión de explotación de recursos de
la sección C denominada La Campa nº 5367.2.;
- resolución de 06.10.2006 de la Delegación Provincial de la Consellería que condiciona el desarrollo del proyecto al
cumplimiento de una serie de requisitos entre los que se encuentran dos condiciones muy concretas:
condición 4),mantener un control estricto sobre los parámetros que definen el macizo rocoso y sobre su comportamiento, a
fin de procurar que los valores de estos parámetros se mantengan dentro de los márgenes sobre los que se diseñó el método
de explotación; y
condición 5),la exigencia de que cualquier ampliación o modificación sustancial del proyecto deberá contar con la preceptiva
autorización de la Delegación Provincial.
- resolución de 25.11.2013 del Conselleiro de Economía e Industria que aprueba el proyecto modificado de la explotación de
la concesión manteniendo las mismas condiciones previstas en la resolución de 06.10.2006 en lo que atañe al menos a las
nº 4 y 5; y,
- Resolución de 18.03.2020 del entonces Conselleiro de Economía, Emprego e Industria que aprueba el proyecto modificado
de la explotación subterránea de la concesión (2018)
Los hechos descritos en la forma que se ha indicado más arriba, se encajan por la administración ya en el acuerdo de
incoación, y con base en el informe de su técnico, en un incumplimiento del art. 58.a) Ley 3/2008 de Ordenación de la Minería
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de Galicia por no ajustarse la ejecución de las obras al proyecto de explotación aprobado y llevar a cabo trabajos sin
autorización previa de la autoridad minera incumpliendo las condiciones 4) y 5) de la resolución de 06.10.2006.
De acuerdo con esa resolución de 2006 (que aprueba el Proyecto de explotación subterránea), el desarrollo del proyecto
queda sujeto a la Ley 22/1973 de 21 de julio de Minas y su Reglamento de desarrollo (RD 2857/1978 de 25 de agosto), al
Reglamento general de normas básicas de seguridad minera (RD 863/1985 de 2 de abril)y al RD 1389/1997 de 5 de
septiembre, por el que se aprueban las disposiciones mínimas destinadas a proteger la seguridad y la salud de los
trabajadores en las actividades mineras.
El art. 55 del RD 863/1985 de acuerdo con el cual se habría de regir el desarrollo del proyecto de explotación de esta
concesión, dispone:
"Con anterioridad al comienzo de un nuevo trabajo subterráneo de cualquier clase,o al reanudarse la actividad en las labores
después de una parada oficialmente comunicada, los explotadores deberán obtener la debida autorización."
Y sigue:
"Para ello deberán presentar un proyecto completo del trabajo o explotación que se pretende realizar,detallando su finalidad,
sistema de explotación o trabajo y medios a emplear, así como las medidas de seguridad previstas para evitar daños a
personas, bienes y al medio ambiente.
Cualquier modificación fundamental que altere el contenido del proyecto citado contará, igualmente, con la aprobación
debida."
El art. 58 a) Ley 3/2008 de Minería de Galicia define como infracción grave el incumplimiento de las obligaciones de carácter
formal o documental que impidan conocer las condiciones de seguridad existentes en el establecimiento y de las que se
derive un riesgo laboral grave para la seguridad y salud de los trabajadores o para el medio ambiente.
A su vez, el art. 59 b) de la misma norma califica de muy graves las tipificadas como graves en el artículo anterior cuando de
ellas resulte un daño muy grave o un riesgo alto e inminente para la seguridad de las personas, de los bieneso del medio
ambiente.
La primera conducta que se sanciona, como hemos visto, se corresponde con ese incumplimiento ( art. 58 a) Ley Minería de
Galicia )asociado a la ejecución de trabajos que no han recibido la autorización que exige el art. 55 del Reglamento de
seguridad minera y que incumplen las condiciones 4) y 5) de la resolución de 06.10.2006; y se califica como infracción muy
grave de acuerdo con el art. 59 b)en el entendido por parte de la Administración de que la infracción de la normativa minera
aparejada a la ejecución de estos trabajos en tales términos goza de tal trascendencia e intensidad que por sí sola es capaz
de provocar un daño muy grave o un riesgo alto e inminente para la seguridad de las personas, de los bienes o del medio
ambiente.
En su calificación como muy grave de la infracción la Administración tiene presentes hechos que se contienen en el acta de
infracción: el derrumbe con afección a la carretera LU-651 y la presencia de un riesgo alto e inminente para la seguridad de
los trabajadores que habría sido reconocido por los responsables de la empresa con motivo de las inspecciones
correspondientes (se da la orden de abandonar la explotación al personal una vez se detecta ese riesgo).
A tal fin se hace mención a que se venían ejecutando cámaras transversalessin el rigor exigible en cuanto a las dimensiones
de estas y sus pilares siendo esa ejecución, en estas condiciones, determinante para el derribo que está en el origen del
expediente, que además se demuestra que tiene lugar en el techo de dos cámaras de la explotación y provoca daños a 300
metros de la carretera LU-651 a la altura de su pk 18.300lo que evidencia ese riesgo alto, inminente (actas de inspección de
21.03.2022, 31.03.2022, informe de la inspección de 01.04.2022 y 10.04.2023, de entre los que es posible hacer especial
mención a la documentación fotográfica acreditativa del derribo producido y de los daños originados a la carretera).
Cuestiona ULTRANSA la correcta tipificación y calificación de esta conducta de acuerdo con esos dos preceptos ( art. 58 a y
59 b) Ley de Minería de Galicia); a tal fin, mantiene que los trabajos descritos en las actas, en realidad no requerirían de la
aprobación de ese proyecto de modificado (art. 55 Reglamento de seguridad minera) como afirma la Administración de
acuerdo con lo informado por sus técnicos porque no constituirían una modificación sustancial del proyectoni del último Plan
de Labores aprobado para la explotación. Y añade que el motivo del hundimiento no estaría directamente relacionado con la
forma en que se venían ejecutando o con una ausencia de parámetros de seguridad suficientes (sostiene que se ajustaría a
los que exigía el proyecto de explotación autorizado)
Bastando para entenderlos autorizados con su incorporación al Plan de labores de 2021 e incluso al de 2022 como trabajos
ya completados (con el Plano correspondiente) porque gracias a la incorporación de esos trabajos a esos Planes la
Administración dispuso de la información oportuna al respecto y pudo comprobar si cumplían o no con las exigencias en
materia de seguridad. A pesar de lo cual no hizo objeción alguna ni tampoco un requerimiento a cargo de la empresa para
que formalizara su autorización para ejecutarlos por la vía del art. 55 Reglamento; cuando sí lo había hecho en otros casos
anteriores.
Para sostener su alegato, ULTRANSA aporta en la vía administrativa un informe, de 24.03.2023, del ingeniero de Minas
Heraclio, cuyas conclusiones fueron las de que esos trabajos aparecían descritos en el plan de labores de la explotación de
2021, y por otra parte no constituían una verdadera modificación sustancial que precisara de previa aprobación por la
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autoridad minera de un proyecto completo modificativo del de explotación y aparte del Plan de Labores sino que formarían
parte del avance normal de la explotación (ejecución de transversales).
El informe del Sr Heraclio relata que "las labores de ejecución de transversales, informadas en el Plan de labores de 2021, se
corresponden con labores mineras de avance normal en cualquier Proyecto de Cámaras y Pilares";indica que "el legislador
tuvo la previsión de incorporar la necesidad de presentación de un Plan de Labores anual, dado que en múltiples ocasiones
es necesario proyectar labores a corto plazo ante imprevistos surgidos"
El perito en su informe muestra su extrañeza por el hecho de que en el preliminar del incidente que elaboran los técnicos de la
Administración se obviara que había habido una comunicación de labores para la autorización del Plan de 2021 para esta
explotación, presentado más de un año antes del incidente, y que habría resultado con comunicación favorable por parte de
la autoridad minera con resolución expresa de 27.05.2021 del Servicio de Energía y Minas de la Delegación Territorial en Lugo
de la Consellería.
Contiene a su vez un apartado completo (6.4.) titulado "Sobre la autorización de Proyectos en la legislación minera"según el
cual en la normativa de aplicación está previsto el uso de los llamados "proyectos tipo"( art. 9º RD 863/1986), que es
conforme a la norma "siempre que en dichos proyectos se fijen los márgenes admisibles de variación de los parámetros
técnicos y las condiciones más adversas en que puede funcionar."Y, además, es propio de la forma de trabajar en minas
como la de pizarra de La Campa; quedando exclusivamente para el Plan de Labores anual la autorización de los trabajos
específicos proyectados que se correspondan con los necesarios para el normal y habitual avance de la explotación en los
términos genéricos contenidos en el proyecto, que por ese motivo han de considerarse autorizados gracias al Plan de labores
anual siempre que se demuestre que se han proyectado dentro de los parámetros de seguridad descritos en el Proyecto "tipo"
de explotación.
El informe señala que "en el caso que nos ocupa se había diseñado una explotación de cámaras y pilares y se habían
establecido los criterios técnicos generales en los diferentes Proyectos(en referencia a los de explotación) presentados, por
lo tanto, la inclusión de labores adicionales en el Plan de Labores 2021, para su autorización, es algo normal dentro del
procedimiento administrativo relacionado con el sector minero. Dichas labores fueron aprobadas en resolución expresa."
Añade: "El actuario minero de la Sección de Minas de la Xunta de Galicia confrontó in situ el Plan de labores presentado en
visita realizada el 11 de mayo de 2021, sin que se realizara ningún tipo de prescripción sobre las labores planificadas"
Explica también que no sólo constaría la autorización expresa de ese Plan de labores de 2021, sino que en el de 2022 -
presentado 3 meses antes del hundimiento-- se hacía mención a que esas obras (descritas en el de 2021) ya se habían
completado, acompañando un Plano que las describía (se incorpora como documental gráfica a la página nº 12 de su
informe: "Labores realizadas Mina Interior").
Y sobre la capacidad del Plan de Labores para amparar la ejecución de este tipo de trabajos sin necesidad de haber obtenido
la autorización del art. 55 Reglamento de seguridad arriba transcrito (proyecto completo conteniendo medidas de seguridad)
mantiene que se trata de trabajos como los que describe el art. 92-4º RD 2857/1978 de 25 de agosto, por el que se aprueba el
Reglamento General para el Régimen de la Minería: "los trabajos proyectados deberán ser proporcionados en medios
técnicos, económicos y sociales a la importancia del recurso o recursos, al volumen del yacimiento y a las posibilidades de la
concesión."
En su informe el Sr. Heraclio relata que sin duda la concesión estaba en vigor a fecha del accidente y disponía a tal fin de un
proyecto de explotación autorizado (2006-07) modificado hasta en dos ocasiones (2013 y 2020) a requerimiento de la
autoridad minera competente. Añade que del estudio de la documentación técnica presentada por ULTRANSA como Plan de
labores de 2021 resulta una referencia directa a la ejecución de los transversales donde se produjo el incidente del
hundimiento (apartado 12 del documento "Informe del director facultativo")
Ese apartado de la documental técnica presentada como plan de labores de 2021, que se incorpora a la página nº 10 del
informe del Sr Heraclio (f 143 del expediente), indica:
"Durante el año 2021 se seguirá con la extracción de pizarra tanto a cielo abierto como en la Mina. En ésta se continuarán los
trabajos de avance y preparación de nuevas galerías, así como la preparación de las cámaras 6 y 9 además de la ampliación
bien de la cámara 1 o de la O, decisión que se tomará en función de los resultados de los sondeos en curso. También se prevé
la apertura de pequeñas cámaras transversales, según figura en el plano adjunto; asimismo se continuará con las labores de
relleno de las cámaras según va finalizándose su explotación. Igualmente se realizarán galería de investigación que darán
acceso a las cámaras de explotación."(página nº 10 del informe de 24.03.2023)
Durante su intervención en Sala este perito ratificó su informe; describió los puntos en que el Plan de labores autorizado en
2021 incluía las cámaras transversales que se tenía pensado ejecutar, al igual que los planos (incorporados a su informe)
donde se describían esos trabajos ya ejecutados, del Plan de labores de 2022; insistiendo en que ninguno de ambos Planes
había recibido objeción o requerimiento por parte de la Administración destinado a su aclaración o a que se completara de
manera que habían recibido una comunicación favorable a su autorización que permitía tener por autorizados esos trabajos.
Explicó que era habitual en este tipo de explotación (ante avances de la propia explotación, que seguía un método de
ejecución de cámaras y pilares, propio de minas de pizarra como la de autos) que se incluyera la descripción de los trabajos
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que se preveía hacer en el Plan de labores anual porque suponían la puesta en práctica de aquello que ya figuraba
proyectado; constando en este caso la zona (que sufre el derrumbe) proyectada e informada a la administración para su
autorización en el Plan de 2021 que se había presentado más de un año antes de que sucediera el incidente; plan que por otra
parte fue informado favorablemente por la autoridad minera con resolución expresa del Servicio de Energía y Minas de la
Delegación Territorial en Lugo de la Consellería.
Insistió en las conclusiones de su informe de que no se entendía cómo en el preliminar del incidente se había obviado ese
dato: que constaba, sin objeciones, la comunicación favorable de labores en el Plan de 2021.
Entre los trabajos que según este perito aparecían suficientemente descritos en el Plan de labores de 2021 de la explotación
estaban las cámaras transversales cuya ejecución (no autorizada según la Administración al no disponer de un proyecto
técnico completo autorizado como el exigible de acuerdo con el art. 55 del Reglamento de Seguridad de Minas) describía el
funcionario actuante en sus informes.
Declaró el mismo perito durante su intervención en Sala que "autorización específica la había, puesto que en los Planes de
Labores de 2021 se refleja específicamente la ejecución de esas cámaras transversales...se adjunta un plano de las labores
que se van a realizar y se ejecutan tal y como viene reflejado en ese año...los planes de labores se presentan todos los años
en enero.. en enero del 21 se presenta el proyecto de que se van a hacer, en enero del 22 se presenta un plano
específicamente con ellos realizados, prácticamente tal y como habían sido planificados y el incidente no ocurre hasta 3 o 4
meses después, del año siguiente o sea que la Administración específicamente supo que se iban a realizar estas labores un
año y medio antes de que se produjera el accidente y además existe una autorización expresa en el Plan de labores del 21..
no teniendo la referencia a que no existe una autorización específica, porque la hay totalmente específica... tal cual como se
realizó, que no es habitual en minería subterránea"
Sobre esos planos, que además incorporaba a la página nº 10 de su informe (extraídos de los Planes de labores 2021 y
2022), indicó que "este plano.. especifica cuáles son las cámaras que se van a ejecutar, que son las transversales que vienen
aquí dibujadas..."y "son exactamente los que constaban en el Plan de labores, antes y después".
Defendió que "la Ley de Minas permite la presentación de hasta Proyectos-tipo",de manera que sobre las medidas exactas de
lo que se va a ejecutar, en un buen número de ocasiones, para minería subterránea como la de pizarra de esta explotación, es
con motivo de la presentación del Plan de Labores cuando se incorporan definitivamente esas medidas de acuerdo con los
trabajos cuya necesidad se va revelando según los avances de la explotación; informando en consecuencia a la
Administración al respecto, siendo la autoridad minera la que "en cualquier momento puede decir: esto necesito que se
aclare, que se modifique o que se amplíe, puede hacerlo, de hecho lo hace habitualmente, pero no, en este caso no se hizo, se
presentó el plan de labores y no hubo un requerimiento por parte de la autoridad minera, aprobando el plan de labores del 21."
Sobre el distinto alcance del proyecto de explotación y del plan de labores, indicó que la Ley dispone que "deben proyectarse
las labores"de manera que no se exigiría -del Plan de labores-la incorporación de un cronograma pues, según sus palabras, "si
el legislador hubiera querido que hubiera sido un cronograma"(en relación al plan de labores), no habría admitido los
Proyectos-tipo y los admite".
Describió el método de cámaras y pilares y su incidencia en la indicación de dimensiones de las cámaras (en cuanto a los
avances necesarios en la ejecución de los trabajos), en los términos siguientes: "...cuando tú defines un proyecto de
explotación de carácter tipo tú defines una situación, que luego a lo largo de la realidad puede irse a más o menos, y para eso
tú presentas el Plan de Labores... este proyecto trabaja con un factor de seguridad de 3, con lo cual significa que tenemos un
margen de hasta 3 veces .. entiendo que el Director Facultativo, cuando comprobó, o cuando diseñó, las cámaras
transversales que propuso realizar, consideró que estaba dentro del margen del proyecto. Que yo creo que sí, totalmente."
Y sobre el nivel de supervisión y comprobación por los técnicos de la Administración previo a la aprobación del Plan de
labores, indicó que "la norma exige que todos los años en el mes de enero, y además le otorga a la administración un período
máximo de tres meses en las secciones C para contestar porque si no se considera aprobado,...tienen que presentarse
específicamente las labores proyectadas...yo tengo que presentar en el mes de enero lo que yo voy a hacer, el Director
facultativo, en un documento que se denomina Informe del Director Facultativo, que va dentro del Plan de Labores, que pide
muchas más cosas, donde hay un cronograma, donde hay un presupuesto, pero específicamente se pide que el Director
Facultativo haga un informe donde yo diga qué labores voy a hacer y si esas labores están conformes al proyecto autorizado,
o no. ....en este caso se hizo... como existe la mecánica donde yo todos los meses de enero presento esto, yo digo que voy a
hacer estas labores específicas, porque han ocurrido estas circunstancias, o porque no, porque aquí, es que yo tampoco le
veo que haya una validación, la administración revisa,... el técnico va a la explotación y en este caso fue, comprueba las
labores en el Plan de Labores proyectado para el año, decide junto con el Director facultativo, visita que se hace
conjuntamente, se decide si eso es conforme a lo proyectado o no, y se aprueba..."
Sobre la comprobación sobre el terreno, en la visita del técnico de la administración, que se hizo para este caso antes de la
aprobación del Plan de labores-21, indicó el Sr Heraclio que el recorrido era escaso y que en el subterráneo no funcionaba el
GPS de manera que la revisión de lo que se estaba haciendo requería acudir a los planos;también dijo que a tal fin, el técnico
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de la administración que realiza la inspección va acompañado de un director facultativo que "debería saberse la mina como la
palma de su mano, porque es su mina, que ha construido galería a galería."
Insistió en que la falta de objeción o requerimiento al respecto del Plan de labores de 2021 por parte de la Administración
junto con la descripción suficiente de esos trabajos con sus dimensiones (que aparecían dentro del plan) permitían
considerar autorizados esos trabajos.
A su vez, en sus dos informes, de 27.07.2022 y 19.04.2023, el ingeniero de Minas Donato, concluía que la mina nunca había
sufrido ningún problema tenso deformacional que tuviera relación con la ejecución de la cámara 0 entre la 1 y el talud de la
antigua cantera ni con los entronques entre la cámara 0 y la 1; que la cámara 0 aparecía en el proyecto aprobado de
Geoconsult (autorización de 2006) con el nombre de cámara 1 y se hizo estudio tenso deformacional incluyéndola; que
tampoco hubo problemas tenso deformacionales relacionados con las dimensiones de los pilares, ya que la resistencia de la
roca y los factores de seguridad son altos; que el método de explotación de cámaras y pilares contempla de forma
generalizada una geometría con pilares paralelepipédicos que separan cámaras en dos direcciones perpendiculares del
espacio; que la inestabilidad que origina el accidente es una cuña con planos de fractura anormalmente largos (mas de 60 m)
lo que hace que los cables de sostenimiento de 10 o de 12 m estén anclados dentro del bloque inestable y no logren coserlo
al macizo rocoso sano, que la inestabilidad se detectó correctamente en las medidas mensuales de la instrumentación,
permitiendo abandonar las labores y comenzar el relleno pero no hubo tiempo material de rellenar completamente los
entronques afectados antes del colapso lo que hubiera minimizado y restringido los efectos del hundimiento al techo
inmediato sin afectar al macizo hasta superficie y que la posibilidad de aparición de cuñas de grandes dimensiones estaba
contemplada en el proyecto de TEAM (2012)), autorizado, aunque no se consideraba posible que las fracturas tuvieran más
de 60 m de continuidad; por último, que las labores mineras afectadas (entronques entre las cámaras 2 y 4) figuraban en el
plan de labores anual aprobado por el Servicio de Enerxía e Minas de Lugo para el año 2021 en la explotación.
Esos dos informes, del Sr Donato, trataban de explicar los motivos del hundimiento. Sobre lo que durante su intervención en
Sala este perito declaró que "es altamente improbable, es muy extraño, pensar que puede haber fracturas mayores"(a los 60
metros) pero que precisamente ese tipo de fractura fue la que provocó el hundimiento de manera que se debió a una causa
difícilmente predecible.
Durante la ratificación de su informe declaró que en tanto la pizarra es una roca muy resistente si la profundidad de la
excavación no es importante ("está entre 100 y 200 metros",como sucedería aquí, no pasa de 500), no se producen
problemas tenso deformacionales y "en esta mina no los ha habido".
Declaró también que "todos los problemas de estabilidad que ha habido históricamente en las minas de pizarra se deben a
cuñas"y para este caso fue una cuña la que provocó el hundimiento; que al detectar la apertura de una cuña (los
extensómetros de la zona de hundimiento detectaron unas medidas que demostraban una deformación anormal) lo que se
hizo en esta explotación fue abandonar labores, sacar el material y rellenar (dijo: "se hizo lo único que se podía hacer")pero no
hubo tiempo material para completar ese relleno y evitar el hundimiento del techo de las dos labores.
Precisó que el error en la indicación de la cámara 0advertido entre el primer informe de Geoconsult (2006) y su ampliación de
TEAM (2012) se había debido a que tras el estudio tensodeformacional de las condiciones de las 12 cámaras, se había
aconsejado "empezar por la 2 y la 3"porque la 1 estaba más cerca del talud de la cantera ("punto en que el macizo rocoso
está mas descomprimido")y que por ello esa cámara 1 es denominada cámara 0aunque se trata de la misma.
Concluyó que las doce cámaras estaban analizadas conjuntamenteen el proyecto de explotación (su última versión
autorizada) y que en esta mina no había problemas tenso deformacionales, como no los había en ninguna que tuviera una
profundidad inferior a los 500 metros.
Sobre las diferencias en dimensiones y diseño de las cámaras y sus pilares entre los trabajos que se venían realizando en
2021 y lo que aparecía en el proyecto 2 de TEAM 2012, explicó que "ningún plano de una explotación minera después de
10,15, 20, 25, 30, los años que sean, es exactamente igual"pues "no se trabaja con un producto artificial"sino con "terreno
natural, que te está dando información cada día y hay que ajustar tu método a los últimos datos."
Insistió, a preguntas del Letrado de la Xunta, en que "en el método de cámaras y pilares las dos direcciones del espacio están
contempladas, la anchura de cámara y la anchura de pilar siempre tienen unos intervalos y unos coeficientes de seguridad
suficientemente altos. Entonces, siempre hay intervalos de ancho de cámara e intervalos de ancho de pilar."
También se oyó durante la práctica de la prueba a Pascual, el técnico autor del informe de abril de 2022 en que se sustenta la
tramitación del expediente, quien indicó que "en ninguno de los proyectos que tiene presentados y autorizados la
empresa"aparecerían las cámaras transversales ejecutadas en la explotación durante el año 2021 y que se venían
completando a fecha del hundimiento del techo de dos labores; aclaró que se refería a esos trabajos en curso de ejecución en
2021/22 al indicar que incluían la ejecución de cámaras transversales que no aparecían -con esas dimensiones-en el
proyecto de explotación.
Aclaró finalmente que en el proyecto sí aparecían cámaras transversales, pero no las que se estaban ejecutando a fecha
2021, sobre cuyas dimensiones había incorporado suficientes datos en sus informes en el expediente de los que deducir que
no se ajustan a las previstas en el proyecto de explotación autorizado.
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Al respecto de la posibilidad de acudir, para la autorización de los trabajos de este tipo de explotación, a los "proyectos tipo" a
que aludieron los otros dos técnicos, para concretar después en cada Plan de labores anual aquellos trabajos que se hicieran
necesarios debido al avance natural de la explotación, el Sr. Pascual indicó literal y rotundamente: "yo no admitiría un
proyecto tipo en subterráneo";precisando que a su entender un proyecto tipo es "un genérico"en el entendido de que no
serviría para incluir todos los datos necesarios para asegurar que el diseño y dimensiones tanto de las cámaras como de sus
pilares e incluso de la altura del techo cumplirían con los parámetros oportunos de seguridad, no sólo en forma individual
sino ya en su conjunto.
Por lo que se refiere a la descripción de esos trabajos subterráneos nuevos, contenida en la documentación del Plan de
Labores de 2021, el Sr. Pascual declaró que la descripción de esos trabajos que se venían ejecutando a su entender se
despachaba con "una línea" que no podía servir para "sustituir un proyecto de explotación" como el que exigiría para "nuevos
trabajos en subterráneo" el art. 55 del Reglamento de Seguridad.
Indicó a preguntas del Letrado de la recurrente: "...alguien que esté en este gremio entiende que por un plan de labores con
una línea no se puede solicitar una modificación de un proyecto";cuando se le preguntó sobre los casos en que cabía
entender que el art. 55 RD 863/1985 exigía que se aportara un nuevo proyecto técnico, completo, explicó que según el
precepto invocado, así había de ser si se pretendía acometer "un nuevo trabajo subterráneo de cualquier clase."
A preguntas que se le formularon durante su declaración en Sala, contestó que él personalmente había visitado la explotación
(por primera vez en su caso) antes de la contestación administrativa del Plan de Labores de 2021; reconoció que durante su
visita no había visto "esas cámaras transversales" ("no sé si las había o no porque no las vi")ya que no se le habían mostrado
por los responsables de la mina que le habían acompañado.
Dijo que hizo esa revisión en forma genérica ya que no había visitado la instalación antes (para "hacerme una idea de cómo
era la explotación")pero también explicó: "si llegan a plantearme que iban a hacer trabajos nuevos pues hubiésemos ido hasta
allí"ya que no es una mina de grandes dimensiones (su inspección o visita no llevaría mucho tiempo) para terminar
insistiendo en que se hacía esa visita siempre en compañía de los responsables de la instalación y en este caso se contentó
con una visita parcial porque no se evidenció, ni por los responsables de la mina ni gracias a la revisión del contenido del Plan
de labores 21 aportado, esa intención de acometer trabajos calificables de nuevos a los efectos del art. 55 Reglamento.
Sobre los planos destinados a describir estas cámaras dentro de la documentación del Plan de Labores de 2021, dijo que él
había visto que aparecían unas cámaras pero que le habían parecido "cámaras pequeñas o de servicio"precisando a
continuación que no las había detectado porque "a nadie... es que alguien que esté en este gremio entiende que por un plan
de labores con una línea no se puede solicitar una modificación de un proyecto."
La valoración conjunta de toda la prueba que se ha indicado hasta aquí, combinándola con aquella que accede al expediente
(incorporada a las actas de la inspección, que gozan de la consabida presunción de veracidad, art. 77 Ley 39/2015),
entendemos que conduce a reconocer una imputación razonable, basada en datos suficientemente contundentes y
recabados por los técnicos de la Administración, de la primera de las dos infracciones por las que ULTRANSA recibe sanción,
ya que la tesis defendida por la actora, aunque argumentalmente muy razonada, e incluso sustentada en las conclusiones de
dos técnicos con una alta capacitación profesional (de esto no hay duda), en realidad trata de interpretar lo que indica una
norma (art. 55 Reglamento seguridad minera) y no se sostiene a la hora de poner en duda ese primer hecho infractor: se
estaban ejecutando trabajos subterráneos no descritos -en sus dimensiones, características-en el proyecto técnico
autorizado de la explotación (en sus diferentes versiones) que no habían recibido autorización previa presentación de otro
proyecto técnico suficientemente completo como para deducir de su contenido que en la ejecución de esos nuevos trabajos
se cumplían los parámetros a exigir en materia de seguridad. Con lo que se estaba privando a la Administración de
información imprescindible (en materia de seguridad).
Tal y como el Sr. Pascual indicó durante el plenario confirmando el contenido de sus informes en vía administrativa, el art. 55
RD 863/1985 exige que ante un "nuevo trabajo subterráneo de cualquier clase"(también al reanudarse la actividad en las
labores después de una parada oficialmente comunicada), los explotadores obtengan la debida autorización, para lo que el
mismo precepto exige que presenten un proyecto "completo del trabajo",en su caso de la "explotación".Añadiendo que
cualquier modificación fundamental del proyecto ya autorizado requerirá de una nueva autorización, para la que habrá que
exigir que se presente, de nuevo, un proyecto completo de lo que se pretende ejecutar (describiendo ese trabajo subterráneo,
y haciéndolo en forma mínimamente rigurosa y detallada a la hora de garantizar que se cumple con la normativa en materia
de seguridad)
En idénticos términos lo prevé la ITC 04.6.01 ("Proyectos, Planos y Registros",Orden de 13.09.1985 por la que se aprueban
instrucciones técnicas complementarias de los capítulos III y IV del Reglamento General de normas Básicas de Seguridad
Minera").
En su informe de 10.04.2023 el técnico de la administración, el Sr. Pascual, daba respuesta a las alegaciones de ULTRANSA
en este particular indicando que el Plan de labores de 2021 que presentó la empresa antes del siniestro describía los trabajos
que incorporaba como "ampliación bien de la cámara 1 o de la 0, decisión que se tomará en función de los resultados de los
sondeos en curso. También se prevé la apertura de pequeñas cámaras transversales, según figura en el plano adjunto."

20/07/2026

16/24

https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=LE0000008089&version=Vigente&anchor=I99
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=LE0000559951&version=Vigente&anchor=I483
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=LE0000008089&version=Vigente&anchor=I99


Describía el Sr Pascual su interpretación de esa previsión como un "futurible", algo hipotético, "uns traballos que en caso de
que se den determinadas premisas (que non se determinan) levar a cabo, mais enténdese que sempre tras a previa
tramitación do oportuno expediente administrativo, isto é, a modificación e aprobación do proxecto de explotación."
Añadía que, precisamente por esa falta de precisión, interpretó que se pretendía o se proyectaba esa doble opción con la
intención de instar a la oportuna autorización futura una vez los técnicos de ULTRANSA responsables de la mina decidieran
cuál de las dos opciones era la más adecuada vistos los avances de la explotación; pero instando a esa autorización se
entiende que en un futuro cercano, una vez se precisara la forma en que había de avanzar la explotación, y aportando ese
proyecto técnico completo para su autorización por separado del Plan de labores.
También señalaba que, después de haber accedido a las cámaras no colapsadas tras el hundimiento (Acta de 24.03.2022),
había podido comprobar cómo lo que se había ejecutado no eran "pequeñas cámaras transversales"(como parecía deducirse
del contenido del Plan de Labores de 2021) sino cámaras de "prácticamente as mesmas dimensións que as proxectadas
para o aproveitamento do recurso",de manera que no se trataba de "galerías de infraestructura para el paso de servicios de
electricidad, ventilación o agua"como podría deducirse de la mención "tan sucinta como una línea en un plan de labores"que
se hacía al respecto de las proyectadas para ese año en esa explotación, sino que se trataba de "auténticas cámaras de
explotación"que no cumplían con las dimensiones descritas en el proyecto autorizado.
Esto último se ha evidenciado durante la práctica de la prueba con independencia de que lo ejecutado, a entender de los dos
peritos a los que se oyó a instancia de la parte actora, pudiera considerarse (o no) autorizado con la aceptación sin
objeciones ni requerimientos por parte de la Administración del Plan de Labores de 2021.
Es por ello por lo que entendemos que, a pesar de los esfuerzos argumentales y en materia de prueba de la recurrente,
algunos orientados a la interpretación de qué exigiría el art. 55 Reglamento de seguridad minera así como a la de la
capacidad de proyectos tipopara describir los márgenes dentro de los cuales sería posible entender autorizados con tan sólo
un Plan de labores trabajos subterráneos "nuevos" necesarios para el avance de la explotación, de todos modos no se ha
conseguido poner en duda que lo que se venía ejecutando a fecha del hundimiento del techo de dos de las galerías no
coincidía con esas "pequeñas cámaras transversales"a las que aludía el Plan de Labores de 2021 siendo su descripción y la
indicación de su trayectoria y avance más que imprecisa en ese Plan.
Sin contar con que la indicación (somera, escueta) que contenía el Plan de labores acerca de los avances para la cámara 1 o
la 0 (no llegaba a optar por el avance de una u otra, se hacía depender "de los resultados de los sondeos en curso")
confirmaría la misma conclusión.
En el desarrollo de su tesis fáctica y de su interpretación de lo que sería exigible para entender autorizados esos trabajos, de
todos modos ULTRANSA no ha llegado a negar que lo que se venía ejecutando no coincidía con las dimensiones y diseño
(disposición de pilares, distancias, dimensiones de las cámaras, altura de techo) de lo que estaba previsto en el proyecto
autorizado.
Insistiendo en que era el resultado de necesidades de ejecución propias del avance de la explotación y que en tanto sí
cumplía con los márgenes previstos en la última versión autorizada del proyecto de explotación, perfectamente podían
considerarse trabajos autorizados por la Administración con su contestación (favorable) a la aprobación del Plan de labores
de 2021 donde se describían (en Plano, con esa indicación "literal" que hemos visto: "ampliación bien de la cámara 1 o de la 0,
decisión que se tomará en función de los resultados de los sondeos en curso. También se prevé la apertura de pequeñas
cámaras transversales, según figura en el plano adjunto.")
Volviendo sobre lo que indicaron los dos peritos a los que se oyó en Sala a instancia de ULTRANSA, autores de los informes
cuyas conclusiones se han recogido más arriba, se sustenta con dificultad esa afirmación de ambos, especialmente del Sr.
Heraclio, según la cual bastaba con "ese contenido" del Plan de labores de 2021 para entender autorizadas las que se
estaban ejecutando en la explotación a fecha del hundimiento desde el momento en que cumplían con los márgenes o
parámetros básicos de seguridad descritos en el proyecto tipo de la explotación atendiendo a lo que dispone el art. 92.4. RD
2857/1978, cuya descripción de aquello que debe incorporar ese proyecto tipo es cuanto menos genérica.
Resulta evidente, no sólo por el parecer mostrado al respecto por el técnico de la Administración en sus informes e incluso
durante su intervención en Sala como testigo -perito, el Sr. Pascual, sino gracias a la simple lectura de lo que dispone el art.
55 Reglamento de seguridad minera, que la ejecución de cámaras nuevas -que se evidenció con motivo de su inspección tras
el hundimiento--- que no respondían a la descripción de "pequeñas cámaras transversales" que había empleado el Plan de
labores de 2021 así como la prolongación de otras preexistentes condicionada, de una forma absolutamente imprecisa, a los
resultados de unos sondeos de los que no consta que hubiera tenido constancia la Administración, constituían
modificaciones significativas (variación sustancial) de la explotación que requerían de una autorización actualizada, nueva,
previa presentación de un proyecto técnico que el precepto exige que sea "completo", y lo hace para garantizar que lo que se
vaya a ejecutar disponga de los oportunos controles técnicos en materia de seguridad y cumpla con los mínimos parámetros
en la materia, que deben figurar en el proyecto de explotación (no hay que olvidar la finalidad que persigue esa norma). Pero
también para asegurar que la Administración conocerá con suficiente detalle las condiciones de seguridad.
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La inspección después del hundimiento da cuenta de la ejecución de trabajos del tipo prolongación de cámaras preexistentes
así como de la ejecución de las cámaras transversales que según el Plan de labores de 2021 responderían a unas
dimensiones pequeñas ("pequeñas cámaras...")pero con dimensiones afines a las de explotación originariamente
proyectadas; se constata además que más de la mitad de la longitud de dos de esas cámaras (2 y 4), aquellas cuyo techo se
derrumba, está colmatada con el material derrumbado en unos 130 m en cada una.
La comparativa entre lo que se encuentra el funcionario inspector después del hundimiento y aquello que aparecía descrito
en los sucesivos proyectos (completos) de explotación que fueron recibiendo autorización por parte de la Administración
confirma que la tesis ofrecida en Sala y en sus informes por los dos técnicos expertos a los que se oyó a instancia de
ULTRANSA, no sirve para rebatir la imputación a su cargo de esta infracción en este expediente pues ni siquiera se habría
demostrado, durante la tramitación del expediente, que lo supuestamente ejecutado al amparo del Plan de Labores 2021 con
el que se conformó la Administración (sin formular objeciones a su entrega por parte de la empresa), realmente cumpliera
con los parámetros descritos en ese proyecto tipode explotación (en ninguna de sus versiones) para asegurar que se hizo
con el rigor exigible y atendiendo a unas previsiones de seguridad mínimas como las que cabe suponer que pretende
garantizar el art. 55 Reglamento de Seguridad.
En los informes de 01.04.2022 y 10.04.2023 el técnico de la administración el Sr Pascual fue claro a la hora de describir el
resultado de esa comparativa; resultando de interés sus indicaciones acerca de que los transversales considerados en el
proyecto de 2012 (el segundo que recibe autorización, tras la resolución que autoriza la explotación de 2006), eran los
comprendidos entre las galerías de acceso (Este) de 6 m de ancho (y 33 de altura) y la cámara 2 de 20 metros de ancho (y
490 de alto); que ese mismo proyecto habría tomado en consideración las "posibles cuñas"en dos entronques de dos
cámaras de 20 m de ancho; también de acuerdo con ese mismo proyecto, exponía el técnico que la previsión del largo de los
ancorajes con los que evitar la rotura del techo plano para un ancho de galería de 20 m debía ser de al menos 10 m (según la
teoría de vigas, para el caso conservador de una excelente calidad del macizo rocoso) de lo que deducía que con un ancho de
cámara mayor a 20 m la longitud total debería alcanzar al menos 12 m, cosa que no sucedía; añadía que el último proyecto
de explotación autorizado (2018) daba por bueno el análisis de formación de cuñas de los de 2006 y 2012 (decía: "no
propone variación alguna") de manera que contemplaba un análisis tensional de la apertura desde la cámara 1 hasta la nº 12
(todas, valoradas en su conjunto), con una simulación que no era la que recogía la ejecución de la cámara 0 y sobre la
ejecución de todas las cámaras iguales (20 m en el techo y 23 a medida que se profundiza) y pilares corridos de 20 m de
ancho pero no preveía la ejecución de cámaras transversales. .
El técnico no se contentó con el resultado de su inspección "in situ", sino que retiró documentación de las oficinas de CUPA el
día 31.03.2022 (Proyecto de diseño de entronque en la explotación subterránea de la concesión...),sobre la que aclaraba en el
expediente que se trataba de documentación de la que no tenía constancia la autoridad minera de manera que él sólo la
había revisado para valorar "las simulaciones" que se habían tenido en cuenta en los entronques que se habrían terminado
ejecutando; es decir, para comprobar si existía o no una previsión específica y suficiente en materia de seguridad en esa
documentación de los trabajos, al menos según el diseño de estos que había decidido la empresa (por más que no hubiera
dado cuenta de esa documentación a la autoridad minera, lo que al menos a sus ojos permitiría mantener la imputación del
art. 58 a) de la LOMINGA).
Esa revisión hay que entender que la hizo el técnico precisamente para comprobar las circunstancias de esos trabajos tal y
como se venían ejecutando.
La conclusión que extrae de su examen de esa documentación (que era desconocida para la autoridad minera, no se conocía
por la Administración, y por tanto no aparecía en el Plan de labores 2021, menos en el proyecto autorizado) es la de que no
consta un análisis riguroso de las exigencias en materia de seguridad para la ejecución de esos trabajos porque: en el estudio
de las familias de cuñas situadas en la dirección de la excavación de los entronques, no se asegura ni justifica que el factor
de seguridad alcance el 3,95; en el cálculo de pilares y modelización con elementos finitos se consideran cámaras de 20 m de
ancho, una longitud mínima de pilar de 50 m y un ancho de pilar de 35 m cuando de la visita inspectora resultó una longitud
mayor (de 46 m) para el pilar situado entre la cámara 2 y 4, que además tenía un ancho de 20 m constando 24 y 21,97 m de
ancho en las cámaras de los entronques entre la 2 y la 4; precisa también que no aparece en ese documento la altura de las
cámaras principales (que a entender del técnico, que ha visitado la explotación, sobre el terreno había sido mayor a la de las
cámaras de los entronques) y no obraría (entre las simulaciones allí documentadas)un estudio de "la situación"generada con
la obra en que "se combinaran dos cámaras principales conectadas mediante una cámara transversal y las interacciones
entre ellas."
Y a fin de calibrar la capacidad como prueba para poner en duda la imputación de las conclusiones del informe del técnico Sr
Donato de 19.04.2023 ("Análisis geotécnico sobre el hundimiento de dos labores mineras en la mina subterránea de pizarra
La Campa...", sobre la causa del hundimiento) en ese informe suyo el técnico de la Administración añadía que esas
conclusiones no contradirían las suyas al respecto del riesgo que observó porque se habría identificado la causa del
hundimiento como un colapso del pilar formado con la excavación de las dos cámaras transversales entre las 2 y 4 no
contempladas en el proyecto de explotación,debido a la formación de una cuña no soportada por el sostenimiento en esta
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zona de unión entre cámaras(2 y cámara transversal) que por el "efecto en cadena"arrastra al resto del sostenimiento de las
cámaras, o bien por la combinación de ambas causas.
La valoración de esa prueba documental del expediente, al igual que la de la practicada ya en la vía judicial, obliga a mantener
la corrección de la primera imputación a ULTRANSA; pues no se sostiene -para el caso concreto- la afirmación del Sr Heraclio
de que la dinámica seguida por la empresa habría sido la correcta, de describir en el Plan de labores tan sólo los trabajos
imprescindibles para el avance de la explotación dentro de los parámetros o márgenes genéricos del proyecto tipo de
explotación autorizado.
El técnico de la administración ponía seriamente en duda con motivo de su revisión de esa documental, retirada de las
oficinas de CUPA, que en la ejecución de los nuevos trabajos se hubiera cumplido con los parámetros de seguridad que exigía
el proyecto tipo y explicaba, también, que la configuración de la obra (de esos nuevos trabajos) venía a modificar las
previsiones de aquel proyecto en materia de dimensiones, diseño de cámaras, pilares, incluso altura de techo, sin asegurar
que se cumpliera con las intenciones de seguridad de tal proyecto.
Aún asumiendo que pudo incurrirse en un error al identificar una de las cámaras (la 0 en lugar de la nº 1) que pasó de una de
las versiones del proyecto autorizado de explotación a los datos recabados por los técnicos en sus actas e informes, y que al
contrario de lo afirmado por los técnicos en sus actas e informes, esa cámara 0 (la nº 1 en realidad) sí dispusiera del
consabido análisis tenso deformacional y pudiera haberse dimensionado, proyectado y ejecutado en su totalidad antes del
inicio de los nuevos trabajos, resultando ser la nº 1 aquella que sufrió trabajos nuevos, igualmente conllevaría la infracción
imputada esa ejecución de trabajos subterráneos nuevos en una configuración global que no respondería a las dimensiones
proyectadas y autorizadas en su día como "parámetros genéricos" (en palabras de los dos peritos de ULTRANSA, para
referirse al contenido del proyecto tipo autorizado) para garantizar la seguridad de lo que se iba ejecutando.
Los informes de los técnicos de la Administración referían un ancho de cámaras mayor al de los 20 m de las simulaciones de
los proyectos autorizados, la ejecución de dos transversales entre la nº 2 y la 4 (fuera de proyecto) dejando un pilar de 30,7 m
x 46 m sin analizar la resistencia de ese pilar ni hacer un análisis tensional sino de formación de cuñas en un techo mayor de
los 20 m sin considerar "la combinación tensional de estas 4 cámaras"así como de unas dimensiones inferiores a los 20 m
proyectados en el pilar entre las cámaras 4 y 5 (de 17,7 m); también daban cuenta, además de la ejecución de transversales
con un diseño diferente al previsto en el proyecto autorizado, de la ausencia de un verdadero proyecto técnico aprobado por
la administración que considerara "las posibles cuñas" para dos entronques de dos cámaras de 20 m de ancho que habría
sido el resultado definitivo de esos nuevos trabajos.
Es claro que se objetivaron hechos, a su vez descritos con suficiencia incluso excluyendo aquellos datos en que pudo
haberse incurrido en un error de identificación de alguna de las cámaras, que se encajaron correctamente en el tipo del art.
58.a.) LOMINGA: "incumplimiento de las obligaciones de carácter formal o documental que impida conocer las condiciones
de seguridad existentes en el establecimientoo del que derive riesgo laboral grave para la salud y seguridad de los trabajos o
para el medio ambiente."
De manera que no se incurrió en una infracción del principio de tipicidad.
Pues la administración desconocía las condiciones de seguridad existentes en el establecimiento una vez iniciada la
ejecución de esos nuevos trabajos subterráneos, ya que no se le presentó para su autorización ese proyecto completo del art.
55 Reglamento seguridad de Minas, exigible dadas las circunstancias.
El encaje de esa conducta en el tipo del art. 58 a) LOMINGA, por otra parte, no vulneró el principio de culpabilidad o de
responsabilidad personala respetar en el ejercicio de la potestad sancionadora, ni se incurrió en una infracción de la doctrina
que prohíbe ir contra los propios actos por el hecho de que en años anteriores la Administración objetara el Plan de Labores
presentado para la explotación y esta vez, para el de 2021, no formulara ningún requerimiento a la empresa como el que ella
afirma que le hubiera permitido anticipar que en realidad no se había autorizado la ejecución de esos trabajos; tampoco por el
hecho de que en su inspección de la explotación el técnico encargado de la comunicación administrativa al Plan de Labores
2021 no hubiera completado la visita a toda la instalación y observado lo que realmente se venía ejecutando.
La forma en que consta que se le requirió para el Plan de 2018 demuestra que la revisión de la documental por parte de los
técnicos, para ese otro plan, les había permitido advertir de la necesidad de solicitar una autorización específica para lo que
se proyectaba; pero esa evidencia no se ha demostrado que resultara del contenido de su Plan de labores ?21; al contrario, la
única línea que contenía describiendo lo que se pretendía ejecutar no sólo llevaba a confusión al respecto de que la opción a
emprender fuera una concreta (tal parecía que se iba a formular esa solicitud de autorización específica, para parte de los
trabajos, una vez conocido el resultado de los sondeos) sino que tampoco describía en su justa medida las "cámaras
transversales" proyectadas, que tildaba de "pequeñas" cuando no lo fueron.
Tal y como explicó en Sala el Sr. Pascual, su lectura del contenido del Plan de Labores?21 para esta explotación condicionó
que interpretara lo pretendido por los responsables de la mina como su intención de ejecutar "pequeñas cámaras
transversales" así como una anticipación (condicionada a los resultados de los sondeos que se veían realizando) de aquellos
trabajos nuevos (ampliación o prolongación de cámaras preexistentes) que en el plan se presentaban como una doble
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opción, como una hipótesis futurible, aún no concretada pero que una vez concretada provocaría la petición de esa
autorización (con un proyecto complet, según lo exigido por el art. 55 del Reglamento de seguridad).
Motivo por el cual limitó su visita de mayo de 2021-de toma de contacto, pues era la primera vez que visitaba la mina-- a
aquellas zonas que él mismo señaló que le había sugerido su Director facultativo, que había sido el que le había guiado a tal
fin, y quien, como el Sr Heraclio, el propio perito de ULTRANSA, indicó durante su declaración en Sala solía ser siempre el
profesional que acompañaba a los técnicos de la Administración durante sus inspecciones porque era quien conocía "como
la palma de su mano"la instalación ya que era el encargado de su proyección y ejecución.
Se ha insistido mucho en que esa visita del técnico a la explotación no completó la comprobación de lo que se venía
ejecutando ya a fecha de mayo de 2021, y propició, junto con la comunicación favorable al Plan de labores, que los
responsables de la mina entendieran que se les había autorizado para la ejecución de los trabajos que venían ejecutando.
El Sr Pascual reconoció que no completó su visita hasta el punto de comprobar tal cosa; dijo que "no había visto" las cámaras
que supuestamente se estaban ejecutando pero ese dato no varía una realidad: ULTRANSA nunca presentó a autorización el
proyecto exigible de acuerdo con el art. 55 Reglamento de seguridad minera y había iniciado la ejecución de esos "nuevos
trabajos" a fecha de esa visita contentándose -para considerarlos autorizados-con un Plan de labores que no describía lo que
finalmente se ejecutó. Precisamente esa visita a la explotación por parte del técnico, si hubiera completado el total de la
mina, hubiera servido para confirmar lo que según los responsables de ULTRANSA habría supuesto esa comunicación
favorable a su Plan de Labores de 2021 y no se aprovechó esa oportunidad para asegurarlo, pudiendo a tal fin el Director
facultativo de la mina instar al técnico de la Administración mientras le acompañaba en su visita.
Esto último destierra del comportamiento de la empresa esa ausencia de culpa que habría que exigir para hablar de una
infracción del principio de culpabilidad.
Por otra parte, entendemos, también, que fue correcta la calificación de la infracción como muy grave en los términos del art.
59 b) LOMINGA pues para la comisión de la infracción (art. 58 a) era bastante con ese incumplimiento de las obligaciones de
carácter formal o documental "que impidió conocer las condiciones de seguridad existentes en el establecimiento"pero
también se habría demostrado la concurrencia por una parte de un daño "muy grave" a varios metros de carretera (el
derrumbe del techo de las cámaras 2 y 4 derivó en una afección a la carretera LU-651) y por otra de un riesgo alto e inminente
para la seguridad de las personas, que es cierto que hasta los responsables de la explotación habrían reconocido al
acompañar a los técnicos de la Administración en sus visitas. Durante la inspección de 24.03.2022 refirieron que habían
detectado un desprendimiento en el techo de la cámara 2 por el que habían dado la orden de abandono de las labores por
parte del personal.
En lo que hace a los motivos del hundimiento del techo, sobre los que el informe del Sr. Donato insistía en que no se había
podido evitar (por falta de tiempo para completar el relleno de la zona afectada) pero no tenían que ver con la ausencia de un
estudio tensodeformacional completo de la explotación -insistía en que sí lo hubo ya desde la resolución de 2006, pero
también gracias a los proyectos autorizados más tarde, en sus últimas versiones--; ese mismo perito insistió en que lo
sucedido se había debido a la formación de una "cuña" y precisamente el técnico de la Consellería en sus informes explicaba
que las previsiones sobre posible formación de cuñas que se contenían en los proyectos autorizados no servía a los efectos
de cubrir ese riesgo en la instalación tal y como se estaba ejecutando a fecha del hundimiento porque no se había valorado el
resultado de la ejecución de esos trabajos nuevos.
La comparativa entre las conclusiones del informe del Sr. Donato (Página nº 24 del informe pericial) y el apartado
"DESCRICIÓN E FORMA DE PRODUCIRSE O ACCIDENTE" (folio 18 del informe de 01.04.2022 del técnico de la Administración
que obra en el expediente) que accede al informe complementario de 19.10.2023 sirve para aclarar las dudas al respecto.
El informe del Sr Donato indica:
"...es el debilitamiento del pilar el que provoca el colapso de las dos labores mineras, y este debilitamiento no puede
originarse por otra razón que por la formación y caída lateral de otra cuña, de menor tamaño, que se ha identificado y que
debilita el pilar haciendo que no sea capaz de contener el peso de la gran cuña en clave."[...]
"La presencia de cuñas potencialmente inestables no sólo depende de las familias de discontinuidades existentes en el
macizo rocoso; también depende de las dimensiones de la excavación y de la orientación de los entronques respecto a la red
de discontinuidades. Por ello, en función de la orientación de las excavaciones, existirán direcciones en las que se maximicen
las necesidades de sostenimiento"[...]
"...cualquier alteración en el reparto tensional del terreno puede ser suficiente para que la cuña en clave sea inestable, aún
considerando el sostenimiento en malla cuadrada de 1,25 x 1,25 metros."[...]
".. el desequilibrio de la repartición de tensiones sobre la clave de ambos entornques y la reducción de las características
portantes del pilar, tras el desprendimeinto de la cuña lateral formada por las familias de discontinuidades J1, J15, J6, fueron
los desencadenantes naturales más plausibles que ocasionaron la caída de la cuña situada sobre el techo de las
excavaciones sin que se viesen afectadas las cámaras principales 2 y 4."
En el apartado "Descrición e forma de producirse o accidente"del informe de 01.04.2022, el Sr Pascual señala:
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"(...) ten a súa causa probable -dado que non se pode acceder ao seu punto exacto-no colapso do alicerce formado coa
escavación das dúas cámaras transversais entre esas cámaras 2 e 4 non contemplada no proxecto de explotación, na
formación dunha cuña non soportada polo sostemento nesta zona de unión entre cámaras (cámara 2 e cámara transversal) e
que por efecto en cadea arrastrara ao resto do sostemento das cámaras ou ben pola combinación de ambas causas"
Como indica el técnico Sr. Pascual en su informe complementario de octubre de 2023, el informe del Sr Donato al describir
esa causa más probable del hundimiento viene en realidad a confirmar las conclusiones del suyo de abril de 2022 de acuerdo
con el cual "o efecto acumulado da excavación do teito de dúas cámaras de 20 m máis toda a superficie do teito das
cámaras transversais (e máis a orientación destas transversais) non se tivo en consideración..."
También en ese informe, el Sr. Pascual añade: "precisamente un estudio previo como o que agora se presenta, analizando as
tensións e deformacións do macizo rochoso resultante así como a identificación das familias de xuntas e fallas, tíñase que
ter realizado e incluido nun proxecto de explotación para a súa aprobación pola autoridade mineira con anterioridade á
execución de calquera traballo. Nunha análise previa se podería ter detectado a presencia da falla que segundo a hipótese
deste informe (en relación al del Sr. Donato) orixinou o colapso do alicerce de deste xeito evitar o accidente ocorrido (...)
todas estas actuaións non contempladas no proxecto de explotación levadas a cabo pola empresa explotadora non só non
eran inocuas para a seguridade dos traballos na explotación se non que, non levar a cabo un rigoroso dimensionamento do
macizo rochoso e a execución das cámaras transveraris, trae consigo a reducción da capacidade portante do alicerce e
descubrir do seu confinamento familias de xuntas ou fallas, o que non trabala do lado da seguridade, isto é, redúcese o
coeficiente de seguridade e favorécese a probabilidade de que o accidente ocorrera" (Página nº4 del informe de 19.10.2023
del Sr Pascual).
Del Informe del Sr Donato en su indicación de las causas probables del hundimiento del techo de las dos galerías extrae la
resolución sancionadora la indicación literal de que han sido "varios fenómenos, considerados improbables en un breve lapso
de tiempo"los que han originado el accidente para a continuación recordar que cuando se trata de proteger la seguridad de
las personas la adopción de las medidas dirigidas a tal fin debe prevalecer sobre cualquier otra consideración citando al
efecto una STSXG (nº 218/2018) de 23.05.2018 para un caso similar (en que se negaba el riesgo en la explotación a cargo de
los trabajadores) cuyo FJ 5º se transcribe literalmente en la resolución avalando que este tipo de infracción debe calificarse
de muy grave (riesgo para los trabajadores) si se demuestra que "la seguridad total de las condiciones de trabajo con un
riesgo potencial para los trabajadores en la zona de explotación ... no está suficientemente garantizada.." de manera que la
empresa no puede escudarse en esa "improbabilidad del riesgo"a que alude el perito de ULTRANSA si se demuestra que ha
emprendido los trabajos de interés sin el necesario control de la autoridad minera por no aparecer previstos en el proyecto de
explotación autorizado.
En definitiva, sí se habría conseguido demostrar, gracias a datos suficientemente explicitados por el Sr. Pascual en sus
informes (que resultaron completos y claros durante la tramitación del expediente), y que no se han conseguido rebatir con
suficiencia de contrario gracias a la prueba de que se valió ULTRANSA, no sólo que se estaban ejecutando trabajos
subterráneos nuevos en la explotación no autorizados debidamente a fecha del hundimiento, sino también que la falta de
cumplimiento de su obligación formal de presentar un proyecto completo para la autorización de esos trabajos por parte de
la explotadora, además de impedir que la autoridad minera conociera las condiciones de seguridad existentes en el
establecimiento, también derivó, por una parte en daño a los bienes (afección a la carretera) y por otra, supuso un "riesgo
laboral grave para la seguridad y salud de los trabajadores", como el que propio técnico de ULTRANSA que acompañó al de la
administración durante su visita inspectora a la explotación le reconoció: habían dado la orden de abandonar la labor al
personal una vez detectada la incidencia que derivó en ese hundimiento.
Por lo que la calificación de muy grave de la infracción (art. 59 b) LOMINGA) no sólo fue correcta sino que también quedó
suficientemente justificada en el expediente gracias a esos datos y a la motivación ofrecida al respecto en la propia
resolución sancionadora (Páginas nº 29 y 30).
Lo anterior contesta también a esa supuesta duplicidad de sanciones o si se quiere a la vulneración del principio de
proporcionalidad que se dice cometida en la demanda asociada al hecho de que la Agencia Gallega de Infraestructuras
hubiera tramitado el oportuno expediente sobre reclamación de daños para la reparación de los producidos con motivo del
accidente que motiva la tramitación de este expediente sancionador (incoado en resolución de 14.05.2024, donde se
valoraron esos daños en 6.661.725,90 €).
No se añade una nueva responsabilidad a cargo de la empresa por la imposición de sanción en el expediente a revisar aquí,
pues responde a una naturaleza y a una finalidad diversa a la del dereparación que se persigue en ese otro asunto; si la
empresa ha incurrido en la infracción que se le imputa, nada impide a la Administración calificar su conducta infractora en los
términos en que lo hizo aún existiendo ese otro procedimiento en paralelo, destinado sólo a la reparación del daño.
Y por lo que se refiere a la vulneración del principio de proporcionalidad,al menos para esta primera infracción, alcanzado
este punto en los razonamientos acerca de la correcta calificación de la infracción, no ha lugar a entrar en tanto una vez
calificada de muy grave, la sanción que se impuso fue la prevista en su grado mínimo, de 300.001 € (art 60.1.c) LOMINGA) de
manera que no se podía exigir de la Administración un plus de motivación para entenderla justificada.
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Y tampoco puede servir el argumento que se desliza en demanda -al hilo de esa supuesta duplicidad por tramitar en paralelo
el expediente sobre reparación de daños-según el cual la imposición de esa sanción a la empresa, con cincuenta años de
antigüedad, podría comprometer su viabilidad en el futuro, desde el momento en que se ha sancionado de acuerdo con la
norma y en su grado mínimo.
Entrando en el examen de la segunda imputación, la misma se sustenta en el contenido tanto del Acta inspectora
(24.03.2022) como del informe de la inspección minera de 10.04.2023:
"...o único documento ao que se puido acceder no momento da inspección foi un plano topográfico grazas á intervención dun
dos traballadores da explotación que deu acceso ao dispositivo electrónico concreto que contiña a información, que coñecía
as claves de acceso e onde se atopaban gardados dentro da memoria deste, é decir, que tampouco era accesible sen a
presencia e colaboración deste ou doutro traballador designado pola empresa que lle proporcione este acceso....no
hipotético caso dunha falla dalgún destes dous factores, ou ben a falla do traballador -por exemplo, por estar atrapado no
interior da mina-ou do dispositivo electrónico por falto de corrente, non é posible acceder a esta información.
O resto da documentación non se atopaba na explotación nin en papel nin en formato dixital senón no nomeado nas
alegacións "centro técnico de apoio" polo que este se encontraba a máis de 1 h en automóvil da explotación. esultadnoq eu
este ase atopa a máis de 1 h en automóvil da explotación. E aínda neste "centro técnico de apoio" depéndesde da
colaboración do traballador designado para coñecer, dentro de toda a documentación elaborada desas 15 concesións, a
relativa á explotación interesada, razón de máis para tela separada e accesible en cada centro de traballo."
En vía administrativa se encajan esos hechos en una conducta calificable como infracción grave del art. 58.a) LOMINGA, por
incumplimiento de obligaciones de carácter formal o documental que impidan conocer las condiciones de seguridad
existentes en el establecimiento o del que se derive riesgo laboral grave para la salud y seguridad de los trabajadores o para
el medio ambiente.
Ese incumplimiento lo describe la administración como el del art. 56 RD 863/1985 de 2 de abril, por el que se aprueba el
Reglamento general de normas básicas de seguridad minera (también ITC 04.6.01 Proxectos, Plans e Rexistros):
"En todo trabajo o explotación subterránea en actividad existirán al menos los siguientes planos o croquis además de lo
exigido en el art. 8º:
- Topográfico,
- Generales de labores,
- Detalle de tajos y cuarteles.
- General de ventilación.
-General de red eléctrica,
- General de aire comprimido,
- General de comunicaciones interiores,
- General de red de aguas, en el caso de que hubiere,
- General de transporte,
- General de exteriores.
Y cualquier otro plano que la autoridad minera considere necesario exigir. Un ejemplar de cada plano deberá estar disponible
en la oficina de la explotación subterránea.Se llevarán los registros de control que se exijan en cada momento."
La conducta sancionada se corresponde con la falta de disponibilidad en el centro de trabajo de los proyectos autorizados,
disposiciones internas de seguridad y planes de labores autorizados. Que según indica el informe del inspector de
01.04.2022 supone la imposibilidad de acceder de forma inmediata a la información recogida en esta documentación
(accesos a la explotación, recorrido de las galerías, registro de trabajadores en el interir, régimen de ventilación, aparatos
susceptibles de explosión..) y por tanto impide conocer las condiciones de seguridad existentes en la explotación llegando a
comprometer posibles trabajos de salvamento y la ejecución de labores de auxilio en caso de un siniestro como el sucedido
el 20.03.2022.
En lo tocante a esta segunda infracción, de nuevo hay que rechazar los argumentos que emplea la empresa para rebatirla
pues con su imputación no se incurrió en ninguno de los defectos que se le achacan al expediente: vulneración de los
principios de presunción de inocencia, tipicidad, culpabilidad o responsabilidad, tampoco proporcionalidad.
En sus alegaciones en vía administrativa y en su demanda, ULTRANSA ha mantenido que el inspector tuvo acceso al
dispositivo electrónico específico para la documentación que él personalmente solicitó; y que tal cosa podría haber sucedido
también para cualquier otra documentación (si hubiera solicitado tener acceso, pero no fue así). Por otra parte, ha criticado
que se hable de un "dispositivo electrónico fijo" cuando existen otros dispositivos (móviles, como tablets, ordenadores
portátiles, teléfonos) con los que cuentan los trabajadores, accesibles con una simple llamada.
A entender de la empresa, tampoco se habría comprobado esa afirmación del acta y el informe del actuario según la cual no
todos los presentes en la instalación dispondrían de clave de acceso; pues no se habría asegurado si los demás trabajadores
(no sólo al que se le requirió o que colaboró con el inspector) tenían clave de acceso o no.
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Critica también, por irrisorias a su entender, las menciones a la "falta de electricidad" que se hacen por el inspector para
defender que se hace exigible disponer de toda la documentación en papel dentro de la explotación (sostiene que los
dispositivos móviles tienen batería y por tanto permiten el acceso incluso sin electricidad).
A su entender, en esta imputación la Administración no llegó a asegurar la forma en que la empresa trabaja, que lo hace en
red y de forma digitalde manera que hay varios trabajadores que disponen de clave y acceden a la documentación completa
por esa vía digitalaunque toda la documentación (completa, en papel) esté a disposición de forma centralizada, en el centro
técnico de apoyo.
Critica la afirmación de la inspección según la cual el centro de apoyo está a más de 1 h en automóvil de la explotación y que
de esa afirmación se deduzca la indisponibilidad de la documentación cuando está digitalizada y por esa vía es accesible en
unos pocos minutos.
A continuación sostiene que de todos modos, incluso asumiendo que sucedió ese incumplimiento, debería encajar en una
infracción leve, de acuerdo con la descripción del mismo que contiene el art. 57 LOMINGA: "a) Incumplimiento de las
obligaciones de carácter formal o documental previstas en la normativa de seguridad minera del que no se derive riesgo
laboral o ambiental";a su entender, esa calificación (como leve) sería más proporcionada a lo sucedido.
Ya ante el Tribunal, durante la práctica de la prueba, se oyó la testifical-pericial del ingeniero superior de Minas Sr Cristobal,
presente en el momento de la visita inspectora, quien presta sus servicios para el departamento técnico de CUPA, y declaró
que a través del mismo dispositivo fijo en que el funcionario inspector había consultado ese plano topográfico, se podía
acceder a cualquier otro documento. Sobre la necesidad de mantener esa documentación en la instalación "en formato
papel", señaló que "la ITC no hace ninguna mención al soporte físico en el que tenga que estar la documentación". Sobre el
acceso a la documentación de la explotación, manifestó que físicamente sólo disponían de él tres personas, los dos
ingenieros presentes siempre en la explotación y su encargado, en tanto eran quienes conocían y comprendían esa
documentación.
Sobre lo que pudo consultar el funcionario inspector en la fecha de su visita, contestó a preguntas del Letrado de la Xunta
que el plano topográfico al que el funcionario señaló que había tenido acceso, estaba dispuesto como plano digital en
AutoCAD en ordenador de manera que para poder consultar el resto de la documentación (además del topográfico) al que
aluden la ITC y el Reglamento de seguridad minera, lo único que se tendría que haber hecho era "cargarle capas"al documento
pero, como no se les pidió por el inspector, no se hizo (dijo: "simplemente no se pidió esa documentación concreta ...").
Sobre uno de los documentos ("de carácter interno")a que se aludía en la segunda acta de inspección, reconoció que no
estaba digitalizado de manera que para su consulta y acceso se hubo de acudir a su oficina, pero se trataría de
documentación ajena a aquella que la ITC referida y el art. 56 Reglamento exigían que estuviera accesible en la instalación.
La prueba practicada ya en vía judicial, interpretada de acuerdo con los principios de inmediación judicial y las reglas de la
sana crítica, no ha sido lo suficientemente contundente a la hora de demostrar que el acceso a toda esa documentación,
incluso por la vía digital (para el caso de que no fuera exigible el formato papel) , realmente podía hacerse de la forma
inmediata que sostiene la inspección que hay que asegurar, precisamente por motivos de seguridad, en caso de que se haga
obligado conocer las condiciones esenciales de seguridad de la instalación si sucede un siniestro (con disponibilidad por
parte tanto de los trabajadores como de los posibles equipos de salvamento en caso de emergencia).
Asumiendo que la tecnología actual permite el uso de sistemas digitales para tener a disposición este tipo de documentación
e ir actualizándola es sabido que en situaciones de emergencia, un plano físico (en formato papel) es el medio más fiable
para guiar a los trabajadores y a los equipos de rescate, de ser necesaria su intervención; pero aún olvidando lo anterior,
igualmente habría sido débil la prueba de que se ha dispuesto para demostrar que existiría, en formato digital, esa
disponibilidad inmediata (en cuestión de minutos) por parte de todos los trabajadores y/o equipos de salvamento, que la
normativa trata de asegurar sin duda.
El testigo perito Sr. Pascual manifestó durante su declaración que los demás "documentos" (además del plano topográfico),
"no los tenían" accesibles en la explotación; dijo que según su experiencia,
"lo primero que tienes" en este tipo de instalaciones es la documental en papel que muestra "la explotación en planta, que es
lo que esperaba encontrarme allí". Dijo que había podido acceder al "plano" (topográfico) exclusivamente a través del
ordenador.
Por otra parte, y sobre su acceso al plano topográfico -para el caso de que se hubiera podido completar cargando capasen
ese documento en formato AutoCAD, como mantiene la empresa--, en su informe de 01.04.2022 señaló que el hecho de que
se dispusiera únicamente "en formato digital" de esa documentación la hacía difícilmente accesible en caso de urgencia o de
"corte eléctrico" lo que podría comprometer trabajos de salvamento y la ejecución de las labores de auxilio en caso de
suceder un accidnte como el ocurrido en la explotación el 20.03.2022.
A pesar de los esfuerzos probatorios de la recurrente por poner en duda su comisión de esta segunda conducta, de nuevo
hay que confirmar lo decidido en vía administrativa porque no se ha conseguido demostrar que el acceso por la vía digital, a
través de esas claves de las que parece que dispondrían tan sólo tres personas (dos ingenieros y el encargado de la
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Análisis
Legislación considerada

L 3/2008 de 23 May. CA Galicia (ordenación de la minería de Galicia) art. 58
RD 863/1985 de 2 Abr. (Reglamento general de normas básicas de seguridad minera) art. 56

Voces

Faltas y sanciones administrativas
Culpabilidad
Tipicidad

Minería

explotación), se pueda completar y asegurar siempre por quienes permanecen en la instalación o incluso por un eventual
equipo de salvamento o de emergencias que se vea obligado a actuar en una explotación subterránea en caso de urgencia.
También hay que confirmar, por los motivos ya expuestos, la calificación de esta infracción como grave [art. 58 a) en lugar del
art. 57 de la LOMINGA, que describe las infracciones leves si son incumplimientos de las obligaciones de carácter formal si
no conllevan riesgo laboral grave para la salud y la seguridad de los trabajadores] al resultar evidente que una disponibilidad
no inmediata de la documentación técnica exigible puede comprometer trabajos de salvamento y la ejecución de labores de
auxilio (como indica el informe de 01.04.2022 del inspector) lo que convierte la conducta en un incumplimiento de ese tipo
que sí genera una situación de "riesgo potencial grave para la seguridad e integridad de las personas."
En el entendido de que esa calificación como grave fue correcta, no procede entrar a calibrar si fue o no motivada la
graduación de la sanción a su cargo, en tanto se habría impuesto en su grado mínimo, de hecho en la cuantía suelo que prevé
el art. 60 LOMINGA (multa de 30.001 a 300.000 €, en el caso de las infracciones graves).
En definitiva, procede desestimar el recurso contencioso.
5.- Costas procesales.
Procede la condena en costas a cargo de la parte actora, ya que se ha desestimado su recurso, con el límite máximo de 1500
euros por todos los conceptos ( art. 139.1 LJCA).

FALLAMOS

La Sala acuerda: Desestimar el recurso contenciososeguido como PO 7273//2024a instancia de ULTRANSA S.L., contra la
resolución de 08.04.2024 de la Secretaría Xeral Técnica de la Consellería de Economía, Industria e Innovación de la Xunta de
Galicia desestimatoria del recurso de reposición contra la resolución de 28.11.2023 que le impuso a la empresa dos
sanciones en materia minera (1-M-2023; expte IN635C 2022/148-2)por importes de 300.001 y 30.001 €.
Declarar conforme a derecho la resolución recurrida, con condena en costas a cargo de la parte actora en cuantía que no
excederá del límite de 1.500 euros por todos los conceptos.
Así, por esta nuestra sentencia, que se notificará a las partes haciéndoles saber, conforme dispone el artículo 248 de la Ley
Orgánica del Poder Judicial,que contra la misma solo cabe interponer recurso de casación ante la Sala correspondiente (del
Tribunal Supremo si la infracción afecta a normas de derecho estatal o de la Unión Europea), única y exclusivamente, en el
caso de que concurra algún supuesto de interés casacional objetivo y con los requisitos legales establecidos, todo ello de
conformidad con los artículos 86 y siguientes de la Ley de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa en redacción dada por
Ley Orgánica 7/2015 de 21 de julio; dicho recurso habrá de prepararse ante esta Sala del Tribunal Superior de Justicia de
Galicia en el plazo de treinta días siguientes a la notificación de esta sentencia, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.
Intégrese esta Resolución en el Libro correspondiente. Una vez firme la sentencia, remítase testimonio de esta, junto con el
expediente administrativo, al lugar de origen de éste.
Así por esta sentencia lo mandan y firman los Magistrados relacionados al margen.
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